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Resumen 

   La presente monografía está dirigida a realizar un estudio comparado de los programas de 

reparación integral a las mujeres rurales víctimas de los conflictos armados que se desarrollaron 

en Perú (1980-2000), Guatemala (1960-1996) y Colombia (Finales década 40’s – Hoy), teniendo 

en cuenta los respectivos procesos de paz, mediante los cuales se dieron por terminados los 

conflictos, enfocándose en la mujer rural como víctima de los mismos, su reparación y 

reinserción a la sociedad, lo anterior con el fin de concluir acerca del efecto de los programas 

encaminados hacia tal fin, si hay aspectos con los que se puedan mejorar y si es posible resarcir 

los daños ocasionados a la mujer en razón del conflicto armado colombiano. 
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Introducción 

“El mal sufrido debe inscribirse en la memoria colectiva, para dar una nueva oportunidad al 

porvenir… Tzvetan Todorov” (Gómez Giraldo, 2013, pág. 1). 

Al pasar del tiempo la historia de la humanidad se ha visto encuadrada en miles de episodios 

de conflictos, los cuales, como resultado, han dejado miles de víctimas, mujeres, niños y 

hombres, quienes ajenos a los intereses del conflicto armado, han tenido que participar de ello.  

La crueldad de la guerra y las graves consecuencias que esta deja en la humanidad ha 

impulsado a diferentes organizaciones a buscar políticas que protejan los derechos humanos, que 

realicen más humano el conflicto y se logre una efectiva reparación.  

Por esto se han implementado una serie de mecanismos y políticas que buscan garantizar la 

reparación de las víctimas. En el desarrollo de la presente investigación se realiza un énfasis en 

la reparación de la mujer rural como víctima del conflicto armado, por lo cual es necesario 

destacar el papel de esta en el conflicto. En él la mujer sufre graves consecuencias, es la víctima 

más directa, puesto que sufre de cerca cada una de las etapas que contiene el conflicto, se ve 

vulnerada su integridad física, emocional, en su libertad, sexualidad y su vida toma un desarrollo 

diferente, porque asume el conflicto de manera directa e indirecta, como lo es la muerte de sus 

seres queridos, desplazamiento forzado, la falta de garantías judiciales y un sinfín de 

comportamientos generados por los partícipes del conflicto.  

Así mismo se tuvo en cuenta la implementación y seguimiento de las políticas de reparación 

de la mujer rural víctima del conflicto armado colombiano para identificar los aspectos positivos 

y negativos que se han logrado alcanzar.  
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Como la historia del país ha sido matizada por la crueldad de la violencia desde la época de 

la independencia, por razones políticas, religiosas, deseos de poder y demás creencias, lo cual ha 

conducido a que con más de 50 años el conflicto armado en Colombia sea considerado el más 

largo en la historia. 

El conflicto en mención ha estado presente en la sociedad colombiana, y como consecuencia 

de la crueldad de esta guerra, existen niñas, niños, mujeres y hombres que han sido marcados por 

los tratos inhumanos, pérdida de sus seres queridos, han sido despojados de sus pertenencias, han 

sufrido el desplazamiento, así como la indiferencia del Estado y de la sociedad (Gonzales, 2010).  

En cuanto a los actores, este conflicto ha presentado la participación de diferentes sectores, 

de un lado se tienen los grupos alzados en armas, como las guerrillas (ELN, Ejército de 

Liberación Nacional – FARC, Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia) quienes 

surgieron hace más de 52 años; luego, por otro, como resultado de la implementación de medidas 

de ciudadanos armados para enfrentar los grupos guerrilleros se dio el nacimiento de lo que hoy 

se conoce como los grupos paramilitares AUC- Auto Defensas Unidad de Colombia, que 

nacieron en la década de los 80; así mismo, se evidencia la participación del Estado y grupos 

políticos tradicionales, una participación indirecta, en la financiación del conflicto y en la 

violación de los derechos y libertades de los colombianos y colombianas; finalmente se identifica 

el centro de este conflicto:  la sociedad conformada por hombres, mujeres, niños y niñas víctimas 

de masacres, de desapariciones, de violaciones, de desplazamiento y tratos inhumanos.  

En la búsqueda de la tan anhelada paz, los gobernantes del Estado colombiano, en diferentes 

épocas de la historia del país han buscado negociar el fin del conflicto armado colombiano, sin 

embargo como lo demuestra la historia, dichas negociaciones han fracasado, lo que lleva a la 

continuidad de la disputa, pero lo que nunca se ha perdido en el pasar de los años es la esperanza 
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y el sueño de la sociedad colombiana de que algún día se dé la terminación del conflicto, es por 

ello que durante el desarrollo del actual gobierno (Santos 2014-2018) se ha buscado la 

implementación y desarrollo de conversaciones y políticas que den fin a esta disputa.  

El desarrollo de estas políticas y conversaciones tienen una particularidad y es el 

reconocimiento de las víctimas, la búsqueda incansable de garantizar una efectiva reparación, 

para esto, el Estado colombiano y las organizaciones, han tomado como modelo los procesos de 

paz de países como Perú y Guatemala, que asumieron por muchos años el desarrollo de un 

conflicto interno, sin embargo en la actualidad son considerados en Latinoamérica, estándares  

de reparación, razón por la cual se eligieron para realizar la comparación de los programas de 

reparación de víctimas llevados a cabo en Colombia. 

Teniendo así en cuenta los programas de reparación integral de las mujeres víctimas de los 

conflictos armados en Perú y Guatemala, se plantea la pregunta ¿cuáles son los aspectos 

positivos y negativos de los programas de reparación de mujeres víctimas desarrollados en 

Colombia actualmente en comparación con los llevados a cabo en Perú entre 1980 - 1996  y en 

Guatemala entre 1960 - 1996? 

De tal manera, que en esta investigación se abordarán los procesos de reparación y 

reinserción de víctimas adoptados por estos países (Perú, Guatemala) y cómo ellos se pueden 

tomar como ejemplo para la implementación de políticas y mecanismos de reparación en las 

mujeres víctimas del conflicto armado colombiano. 

La hipótesis que surge de lo anterior es que hay elementos que fueron aplicados en los 

procesos de reparación y reinserción de víctimas en Perú y/o Guatemala que valdrían la pena ser 

considerados en los programas de reparación de mujeres rurales víctimas del conflicto armado en 

Colombia, para la optimización de sus resultados.  
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Para tal efecto el presente trabajo buscó explicar qué es un programa de reparación de 

Género y su aplicación en Colombia, indicar los actuales programas de reparación de Género en 

el país, describir los programas de reparación de Género en Perú y Guatemala en sus 

correspondientes los procesos de paz e identificar las falencias y cualidades de los programas de 

reparación de género en Colombia.  

La metodología utilizada para su desarrollo consistió inicialmente en la identificación del 

material documental mediante la exploración de diversas bases documentales, para luego realizar 

un análisis del contenido de los diferentes documentos hallados, en donde, con base en las 

investigaciones llevadas a cabo sobre el tema, se pudo identificar los elementos y principios que 

se han desarrollado en relación con los conflictos armados en Perú, Guatemala, la mujer como 

víctima de la violencia y  la reparación y resarcimiento de la mujer víctima.  

Con base en lo anterior, en el presente  proceso de investigación se buscó dar a conocer la 

realidad de los métodos de reparación, reintegración y resarcimiento de la mujer víctima de los 

conflictos armados en los países mencionados, a partir de los que se puedan describir e 

interpretar las características, los principios y las relaciones que se desarrollan en los procesos 

llevados a cabo en Colombia. 

La estrategia metodológica  empleada se visualiza de la siguiente manera: 

Inicialmente se describe lo que es un programa de reparación de género, cómo se desarrolla y 

cómo se ha intentado aplicar en los diferentes procesos de paz en Colombia. 

Luego, se indican cuáles son los programas de género que el estado Colombiano está 

desarrollando actualmente junto con su aplicación. 
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A continuación, se consultaron investigaciones que permitieron describir cada uno de los 

conflictos armados en Perú y Guatemala, la solución pacífica de los mismos, el desarrollo de 

dichos procesos de paz y la implementación de los programas de reparación integral a las 

mujeres víctimas de los conflictos armados. 

Finalmente, con el resultado del presente proyecto, se elaboró un nuevo documento mediante el  

cual se pueden visualizar los aspectos positivos y negativos de los programas de reparación de 

víctimas de género en Colombia. 

En el presente trabajo, inicialmente se realiza una descripción resumida del conflicto 

colombiano, su historia, el contexto, su desarrollo, los procesos de paz (tanto exitosos como 

fallidos) que se han dado con diferentes grupos armados; el tratamiento que se le ha dado a las 

mujeres víctimas en esos procesos resaltando la existencia de factores de riesgo y 

vulnerabilidades particulares que afectan la vida y el ejercicio de los derechos de las mujeres. Se 

puntualizan los programas de reparación de mujeres víctimas desarrollados actualmente por el 

gobierno colombiano, posteriormente se describirá de forma sintetizada los conflictos armados 

de Perú y  Guatemala , el contexto, su desarrollo, el papel del Estado como parte del conflicto, el 

proceso de paz, las víctimas de los conflictos, el tratamiento a las víctimas, las mujeres como 

víctimas de cada conflicto, la reparación de las víctimas, la reparación directa a la mujer, los 

programas de reparación de género que cada Estado desarrolló y los aspectos positivos y 

negativos de cada programa; demostrando la necesidad que se dio en los países mencionados 

anteriormente de introducir un programa de género en los proyectos de reparación a víctimas, 

con el fin de mejorar la capacidad de los mismos, para responder a las necesidades específicas de 

las mujeres víctimas y por ende de sus familias. 
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Finalmente se señalaran las ventajas y desventajas que tienen los programas de reparación de 

mujeres víctimas que se están aplicando en Colombia actualmente en comparación con los ya 

trabajados programas de reparación de mujeres víctimas en Perú y Guatemala.  
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Capítulo 1. Conceptos Fundamentales en los Programas de Reparación de Género 

En el desarrollo de políticas y mecanismos para la atención y reparación de las víctimas de 

un conflicto, las organizaciones estatales y no gubernamentales, han diseñado diferentes modos 

de aplicación que conducen a una efectiva reparación de dichas víctimas; en este capítulo se 

realiza una recapitulación de los programas de reparación integral a víctimas que existen y se han 

aplicado en diferentes situaciones mundiales de conflicto y, posteriormente, presenta un análisis 

sobre la reparación integral en temas de género.  

1.1 Víctima 

Con el fin de entender el concepto de un programa de reparación integral a víctimas, es 

necesario entender qué significado tiene el rol de víctima en la legislación colombiana, 

exponiendo la evolución jurídica que ha desarrollado este concepto:  

¿Quién es Víctima? 

Para comenzar, se evidenció que el primer concepto de víctima como consecuencia del 

conflicto armado, se plasmó en el Artículo 5 del  Decreto 2231 de 1989  (República de 

Colombia, 1989), el cual a su tenor dicta: 

Artículo 5: Para expedir la certificación de que trata el presente decreto, el Secretario deberá 

tener en cuenta los siguientes criterios:  

A) Víctima de la violencia. La persona fallecida o lesionada gravemente en su integridad 

física y psíquica, por actos constitutivos de violencia política; 

B) Violencia política. Es la clase de violencia que se ejerce contra personas individuales y/o 

grupos sociales comunitarios, en razón a sus ideas, militancia política, credo religioso o de 

sus actividades gremiales o sociales; 
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Siguiendo con la secuencia lógica e histórica, es pertinente remitirse a los  Artículos 18 y 19 

de la Ley 104 de 1993 (República de Colombia, 1993), prorrogada por la Ley 241 de 1995, en 

los cuales se evidencia la importancia que esta ley le otorga a las personas que sufran 

consecuencias en razón a los actos terroristas, y por consiguiente abarca de manera más amplia el 

concepto de víctima; resaltando la obligación que tiene el Estado de otorgar atención prioritaria a 

las personas que sean consideradas como tales, como se evidencia a continuación: 

Artículo 18. Para los efectos de esta Ley se entiende por víctimas aquellas personas que 

sufren directamente perjuicios por razón de los atentados terroristas cometidos con bombas o 

artefactos explosivos y las tomas guerrilleras que afecten en forma indiscriminada a la 

población. 

Artículo 19. En desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido 

por las víctimas de atentados terroristas, éstas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo 

por tal la ayuda indispensable para atender requerimientos urgentes y necesarios para 

satisfacer los derechos constitucionales de dichas personas que hayan sido menoscabados por 

la acción terrorista. Dicha asistencia será prestada por el Fondo de Solidaridad y 

Emergencia Social, en desarrollo de su objeto constitucional, y por las demás entidades 

públicas dentro del marco de su competencia legal. 

En ese orden de ideas, el Artículo 15 de la Ley 418 de 1997 (República de Colombia, 1997) 

prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 (República de Colombia, 1999) y por la ley 782 

de 2002 (República de Colombia, 2002), la cual derogó la ley 241 de 1995 (República de 

Colombia, 1995), establece un concepto más completo de las personas víctimas del conflicto 

armado, como se constata a continuación: 

ARTÍCULO 15.  Para los efectos de esta ley, se entiende por víctimas de la violencia política, 
aquellas personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en 
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su integridad personal o en sus bienes, por razón de atentados terroristas, combates, 
secuestros, ataques y masacres en el marco del conflicto armado interno. Son víctimas los 
desplazados en los términos del artículo1o. de la Ley 387 de 1997 (República de Colombia, 
1997). 

Así mismo, se entiende por víctima de la violencia política toda persona menor de edad que 
tome parte en las hostilidades. 

Finalmente y haciendo referencia al concepto de víctima que se encuentra vigente hoy en 

día, de conformidad con la Ley 975 (2005), Capítulo I, víctima es: 

Artículo 5°. Definición de víctima. Para los efectos de la presente ley se 

entiende por víctima, la persona que individual o colectivamente haya sufrido 

daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen 

algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), 

sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos 

fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan 

transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados 

al margen de la ley.  La condición de víctima se adquiere con independencia de 

que se identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta 

punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la 

víctima. (Congreso de la República, 2005, pág. 1) 

De acuerdo con la Ley 1448 de 2011, en el artículo 3 establece que las víctimas son: 

Aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por 

hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y 

manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 

ocasión del conflicto armado interno. (Congreso de la República, 2011, pág. 

1) 
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El cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en 

primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere 

dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se encuentren en el 

segundo grado de consanguinidad ascendente. De la misma forma, a las personas que hayan 

sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 

El parágrafo 4 del artículo 3 señala, “que las personas que hayan sido víctimas por hechos 

ocurridos antes del primero de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas de 

reparación simbólica y a las garantías de no repetición” (Congreso de la República, 2011, pág. 

1) 

Por consiguiente, y teniendo en cuenta que actualmente la ley 975 de 2005 y  la ley 1448 de 

2011 se encuentran vigentes y definen el concepto de víctima, se difiere que existen algunas 

diferencias, que vale la pena exponer; inicialmente las dos normas, establecen que no es 

necesario que el daño causado haya sido individual, si se afectó de forma colectiva un grupo 

específico, cualquier individuo de ese grupo, no debe demostrar un daño exclusivamente 

personal para determinar su calidad de víctima. 

Ahora bien, la ley 975/2005 requiere que la persona haya sufrido un daño directo que sea 

consecuencia de acciones que violen la legislación penal y que hayan sido causados por grupos 

armados al margen de la ley, mientras que la ley 1448/2011 establece una fecha concreta de 

ocurrencia de los hechos, que hayan causado un daño, sea directo o indirecto, (ya que no lo 

especifica) y que sea consecuencia de una infracción al DIH o una violación grave a los derechos 

humanos, es decir que no se limita exclusivamente a la legislación penal, sino que va más allá, e 

involucra la legislación internacional y los derechos humanos, aclarando que ese daño pudo 

haber sido causado por cualquier persona que actué en razón al conflicto armado interno y no 
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exclusivamente por un integrante de un grupo armado al margen de la ley. Siendo así, es 

evidente que la ley 1448/2011 busca la cobertura total y real de las personas que han sido 

víctimas del conflicto armado interno colombiano. 

Por último, la ley 144/2011 establece que el cónyuge, compañero o compañera permanente, 

parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima 

directa, también son catalogadas como víctimas a diferencia de la ley 975 /2005 que no hace 

referencia a los integrante de las parejas del mismo sexo, por lo que la Corte Constitucional 

mediante sentencia C-029 de 2009 aclaró que el concepto también aplica para las parejas del 

mismo sexo. 

1.2 Programa de reparación integral a víctimas 

Una vez entendido el concepto de víctima, se procede a definir el concepto de reparación a 

víctimas, para lo se tiene en cuenta los lineamientos de la regulación de los Estados Americanos. 

El concepto de reparación, nace de la evidente ausencia de políticas estatales en América Latina 

y la existencia de un alto grado de impunidad frente a los delitos cometidos por poderosos grupos 

económicos, políticos, sociales y militares, quienes vulneraban los Derechos Humanos en el 

desarrollo de un conflicto, configurándose la obligación del Estado de reparar a las víctimas tales 

violaciones de los derechos humanos.  

En América, esta obligación de reparación a las víctimas, se reguló a través de  la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en 1969, por medio de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (ratificada por Colombia el 31 de julio de 1973), imponiéndole al Estado el 

deber jurídico de prevenir las violaciones de los derechos humanos. 
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De esta manera, en el plano de los deberes estatales, la corte le señala la obligación (por la 

investigación e identificación de los responsables), de hacer justicia (al imponer las sanciones 

pertinentes) y de reparar adecuadamente los perjuicios derivados de las infracciones a la 

convención (Quinche, 2009, pág. 14). 

El concepto de reparación integral empieza a tomar fuerza dentro de los deberes estatales en 

América, “estableciéndose como un conjunto de medidas y políticas orientadas a restituir los 

derechos y mejorar la situación de las víctimas, así como promover reformas políticas que 

impidan la repetición de la violencia (Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2005, pág. 

44). 

En razón de lo anterior, se puede decir que los Estados, poco a poco, empezaron a asumir su 

responsabilidad en la reparación a las víctimas, implementando inicialmente políticas como la 

apertura de las investigaciones de violación de derechos humanos, siempre y cuando los 

víctimarios no hicieran parte de las fuerzas estatales; sin embargo, cuando los agentes del Estado 

eran quienes perpetraban esas vulneraciones y estos casos no se investigaban, ni había reparación 

a las víctimas, lo cual vulneraba el derecho de las personas a un debido proceso y a una efectiva 

reparación, en la medida de proteger los derechos de las personas en estos casos, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, desde 1988, se encarga de iniciar los procesos en contra 

del Estado victimario llegando al punto de obligarlo a proteger y reparar integralmente a las 

víctimas.1 

                                                 
1 La Corte declara que Honduras ha violado en perjuicio de Ángel Manfredo Velásquez Rodríguez los deberes de respeto y de 
garantía del derecho a la libertad personal, del derecho a la integridad personal y al derecho a la vida reconocidos en los artículos 
7, 5 y 4 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, Honduras está obligada a pagar una justa indemnización 
compensatoria a los familiares de la víctima. La Corte decide que la forma y la cuantía de esta indemnización serán fijadas por la 
Corte en caso de que el Estado de Honduras y la Comisión no se pongan de acuerdo al respecto en un período de seis meses 
contados a partir de la fecha de esta sentencia, y deja abierto, para ese efecto, el procedimiento. La Corte decide que el acuerdo 
sobre la forma y la cuantía de la indemnización deberá ser homologado por la Corte (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 1988). 
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Una vez los Estados entendieron su obligación de hacer valer el derecho de reparación y la 

responsabilidad adquirida voluntariamente ante la Corte Interamericana, las víctimas fueron 

beneficiarias de la protección estatal y de reparación, abriendo el camino para la implementación 

de uno de los mecanismos más utilizado por los Estados, la “indemnización” económica, la cual, 

aún hoy en día, es utilizada como fuente de reparación,  tal como lo expresa Laplante (2007). 

Aunque la preferencia por la justicia retributiva refleja, en gran parte, líneas de clase, 

convirtiéndose en un lujo que muchas veces solo pueden darse las víctimas sobrevivientes sin 

dificultades económicas. “Entre los pobres rurales, las demandas de justicia son expresadas 

abrumadoramente en un lenguaje económico: la lucha diaria por sobrevivir resulta de 

consideraciones prácticas - una granja con animales, una casa decente o educación para los 

hijos” (Laplante, 2007, pág. 16). 

Lo anterior hace evidente, que debido a las experiencias vividas por las víctimas, la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, los documentos de la 

Organización de las Naciones Unidas, y los programas de los organismos internacionales de 

Derechos Humanos y de las organizaciones no gubernamentales, se configura una definición 

sólida del concepto de programa de reparación integral a víctimas; partiendo de la premisa que la 

verdad y la justicia son esencia de la reparación. Se establece entonces,  que un programa de 

reparación integral a víctimas desarrollado por un determinado Estado es: “el conjunto de 

medidas y políticas orientadas a restituir los derechos y mejorar la situación de las víctimas” 

(Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2005, pág. 44), promoviendo reformas políticas 

por parte de los Estados con el fin de evitar la repetición de la violencia y la vulneración de los 

derechos humanos con cinco dimensiones que se deben aplicar a cualquier situación de 

reparación a víctimas: 
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La restitución, que busca establecer la circunstancia previa de la víctima, “el restablecimiento 

de la situación anterior al hecho que produce la violación de los derechos” (Rincón, 2010, pág. 

83). 

La indemnización, compensación monetaria por daños y perjuicios, tanto pecuniario como 

moral. 

Le rehabilitación, que incluye atención médica y psicológica, así como servicios legales y 

sociales. 

Las medidas de satisfacción, como la verificación de los hechos y conocimiento público de la 

verdad. 

 Las garantías de no repetición incluyendo el cese de las violaciones, reformas institucionales 

y legales que promuevan cambios en servicio de seguridad. 

Posteriormente, se hace evidente que  las víctimas de violaciones de derechos humanos no 

son siempre individuales, por el contrario, la mayoría de víctimas  generalmente  hacen parte 

tanto de  comunidades, organizaciones políticas y sociales como de grupos políticos y sociales; 

como consecuencia,  el daño colectivo es mucho más evidente frente a estos grupos políticos y 

sociales; el cual se  puede definir como: 

Transformaciones negativas en el contexto social, comunitario y cultural, asociadas a la 

percepción que del  sufrimiento, la pérdida, la transformación negativa de sus formas de 

vida, el menoscabo de los recursos para afrontar el futuro o para construir el proyecto que se 

tenía en perspectiva antes de los hechos violentos, tienen las comunidades, grupos y 

organizaciones (Unidad de Víctimas, 2015, pág. 1). 
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En razón a esta victimización colectiva, a la cantidad de violaciones individuales difíciles de 

probar, a la posible falta de cobertura que generaría la aplicación de una reparación en forma 

individual, a la flexibilidad que tienen las comunidades para acceder a las medidas de reparación 

y a la obligación estatal de cobijar con los programas a todas las víctimas, la reparación colectiva 

se ha convertido entonces en el foco de los programas que buscan compensar a las víctimas, 

dejando de lado la reparación individual y específicamente la que está dirigida a las víctimas de  

género del conflicto armado. Por lo tanto, debido a que un programa de reparación a género debe 

enfocarse tanto en la reparación colectiva como en la individual, a continuación se explicará la 

necesidad que existe en un proceso de paz de desarrollar un programa especial de reparación 

integral de víctimas del conflicto armado en razón al género. 

1.3 Género 

Una vez entendido el concepto reparación integral a víctimas, es necesario analizar,  el 

contexto que encierra el programa de reparación de género, entendiéndose el concepto de género 

como “el conjunto de características sociales, culturales, políticas, psicológicas, jurídicas y 

económicas asignadas a las personas en forma diferenciada de acuerdo con su sexo” (Guillerot, 

2009, pág. 20). 

Por lo anterior, y desde el punto de vista de género, es evidente que en la sociedad han 

existido y existen desigualdades y discriminación entre hombres y mujeres de tipo social, 

político y cultural, sin  necesidad de que exista un conflicto armado; estas desigualdades son más 

evidentes y se desarrollan con más impunidad en razón a los conflictos. En este orden de ideas, 

para llegar a entender que una víctima de género (una mujer) es titular “privilegiada” de los 

derechos a la  justicia, a la verdad y a la reparación, de forma colectiva o individual, se debe 
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comprender el contexto en el que vive y el rol como víctima que desempeña en un conflicto 

armado, el cual es totalmente diferente al de un hombre, y será explicado a continuación. 

1.4 Programas de Reparación de Mujeres Rurales Víctimas de conflicto 

A través de la historia del mundo, se ha visto de forma latente la violencia que ha sido 

generada en contra de la mujer, en cualquier entorno social, lo cual no contó con ninguna entidad 

que trabajara en pro de proteger a esa mujer, víctima de violencia, hasta el 20 de diciembre de 

1993, fecha en la que la ONU hace una declaración contundente sobre la eliminación de la 

violencia en las mujeres por su Asamblea General, en donde se describe la violencia de género 

como: 

Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que 

tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual 

o psicológico para las mujeres, inclusive las amenazas de tales actos, la 

coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto si se  producen en la 

vida pública o privada (Palacios, 2009, pág. 27). 

Posteriormente en 1995, en la Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Pekín, se 

manifestó que “la violencia contra la mujer impide el logro de los objetivos de la igualdad de 

desarrollo y Paz” (Naciones Unidas, 1996, pág. 57), ya que viola y menoscaba el disfrute de los 

deberes y derechos fundamentales, y realizaron un llamado a los gobiernos a que adopten 

medidas para prevenir y eliminar toda forma de violencia en contra de la mujer. 

Para el año 2006, la Asamblea General de las Naciones Unidas, estableció que la violencia 

contra mujeres y niñas es una de las violaciones a los Derechos Humanos más sistemáticas y 

extendidas, manifestando que esta práctica se encuentra enraizada en estructuras sociales 
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construidas con base al género más que en acciones individuales o acciones al azar, 

trascendiendo límites de edad, socio económicos, educacionales y geográficos, lo que afectó a 

todas las sociedades y se convirtió en un obstáculo importante para eliminar la inequidad de 

género y la discriminación a nivel global (Naciones Unidas, 2006). 

Ahora bien, en los conflictos armados, en su mayoría, no son víctimas los individuos  

pertenecientes a los diferentes grupos en enfrentamiento, como sería de esperarse, sino que las 

principales víctimas son la población civil y, entre dicha población, las mujeres son las víctimas 

a las cuales les son indiscutiblemente más vulnerados sus derechos. “Esta vulneración es 

evidente en tres aspectos: 

·  Afectación Emocional 

·  Salud física y mental 

·  Impacto económico” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2014) 

Naturalmente, los hombres también se ven afectados en estos aspectos, aunque no en la 

misma proporción; esto se debe a la forma como se ve a la mujer en el conflicto armado por 

parte de los dos bandos, ya que es considerada como un “territorio a conquistar, con el fin de  

sembrar terror en las comunidades, facilitar la imposición del control militar,  obligar a la gente 

a huir de sus hogares, conseguir territorio, vengarse de sus adversarios y conseguir trofeos de 

guerra” (Sisma Mujer, 2005, p.10). Lo anterior se configura como una estrategia de guerra por 

parte de los victimarios (Gonzales, 2010). La vulneración que generan se hace evidente, 

especialmente, en tres aspectos: en su núcleo familiar, sexual y personal. 

Esta estrategia analizada desde el punto de vista tradicional del concepto de familia, afecta 

directamente la base de la sociedad y por ende la constante evolución de la misma, teniendo en 

cuenta que si una mujer es violada, torturada y/o sometida a cualquier tipo de violencia, se ve en 
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la obligación de dejar su lugar de origen siendo víctima de otro delito, el desplazamiento 

forzado, “tomando el papel de articuladora del proceso de desplazamiento con el fin de poner a 

salvo a su marido, a sus hijos” (Wiesse, 2010) y, en consecuencia, esta zona poco a poco se 

someterá al arbitrio del grupo victimario, logrando de esta manera su objetivo militar. 

Por otro lado, este proceder abre paso a otro factor diferencial entre las causales más 

importantes que motivan la reparación de género, la violencia sexual contra la mujer, la cual es el 

tipo de violencia más reconocido a nivel general en la sociedad, aun cuando no es la única forma 

de violencia contra ella y, posiblemente, no es la que mayor consecuencias traiga a la víctima. Si 

bien es cierto que el hombre también puede ser víctima de violencia sexual por parte del 

victimario, no puede ser perjudicado al mismo nivel que la mujer. A manera de ejemplo, una 

mujer víctima de una violación corre el riesgo de sufrir un embarazo no deseado, por lo cual: 

Además de la violación, son formas comunes de violencia contra las 

mujeres, los abortos y los embarazos forzados, los actos de 

desnudamiento, los golpes y la aplicación de electricidad en los 

genitales, la servidumbre sexual y las mutilaciones de contenido sexual 

(Beristain, y otros, 2007, pág. 15). 

Otro aspecto que evidencia la necesidad por parte del Estado de implementar un programa de 

reparación de género, es que además de ser víctimas especiales en razón al daño sufrido, las 

mujeres afectadas directamente son campesinas, indígenas y  afro colombianas.  

En 2011 la Corte Constitucional declaró 34 comunidades indígenas en 

riesgo de extinción física o cultural. Según la Organización Nacional 

Indígena (ONIC), las múltiples formas de violencia utilizadas contra las 

mujeres indígenas han producido sufrimiento espiritual y cultural tanto 
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para el individuo como para la comunidad. Las mujeres afro 

colombianas también describen experiencias de trabajo forzoso, 

violencia y violación cometidas por los grupos armados ilegales y el 

desplazamiento forzado. Para muchas mujeres afro colombianas el 

desplazamiento forzado tiene un impacto espiritual y cultural similar al 

de los pueblos indígenas (ABColombia, 2013, pág. 6). 

Como consecuencia de lo anterior, la Corte Constitucional  mediante el auto 092 de 2008, 

advierte tanto la falta de preparación de las mujeres pertenecientes a estos grupos para afrontar 

estas circunstancias, duplicando su discriminación por motivos de origen étnico, como la 

condición de vulnerabilidad en la que se encuentran estos grupos de mujeres. 

Finalmente y una vez demostrada la necesidad de un programa integral de reparación con 

enfoque de género a mujeres víctimas de conflictos armados, es pertinente y necesario definirlo; 

el cual, en cabeza del Estado, y en razón a los derechos de verdad, justicia, reparación y no 

repetición, establece un conjunto de medidas y políticas orientadas a restituir los derechos y 

mejorar la situación de las víctimas del conflicto armado por razón de género, partiendo de las 

siguientes premisas: las garantías de no repetición de las violaciones, el conocimiento público de 

la verdad (hasta donde la víctima lo permita), la rehabilitación física y psicológica y, finalmente, 

siendo tal vez la más importante, la no discriminación por género, sin retornar necesariamente a 

la víctima al estado anterior del conflicto, pero si cambiando la situación tradicional de 

desigualdad de las mujeres. 

Por consiguiente, siendo evidente la importancia de la reparación integral con enfoque de 

género, es necesario plasmar el último balance presentado por la unidad para la atención y 
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reparación integral a las víctimas en Colombia respecto a las mujeres víctimas en razón del 

conflicto armado. 

Durante el periodo comprendido entre 1985 y el 1° de agosto de 2012 el total de víctimas 

registradas llegó a 5’850,156, de las cuales 2.900.834 son mujeres y corresponden a un 49.9% 

del total general de víctimas; existen 5.239 víctimas que no se identifican dentro de ningún sexo. 

El gráfico presentado a continuación muestra qué porcentaje de las víctimas fueron mujeres 

dentro de cada hecho, donde se observa que los delitos contra la libertad, integridad y formación 

sexual son los que tienen una diferenciación de género más marcada, al punto que el 71.51% de 

las víctimas de este hecho fueron mujeres (UARIV, 2012).  

 

Figura 1. Porcentaje de mujeres con respecto al total de víctimas de cada hecho 

Fuente: Red Nacional de Información (2012) 
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A nivel nacional, durante el periodo de análisis, se observa que el hecho victimizante que 

afecta a un mayor número de mujeres es el desplazamiento forzado. Teniendo en cuenta la 

pertenencia étnica, se tiene que las víctimas mujeres afrocolombianas son las más afectadas en 

cada uno de los hechos victimizantes (excepto para reclutamiento ilegal de niños, niñas y 

adolescentes). Las mujeres indígenas son la segunda etnia que más se ve afectada en el total de 

víctimas a nivel nacional. Después del desplazamiento forzado, el homicidio es el hecho que ha 

generado un mayor número de víctimas a nivel nacional y que de manera específica y 

diferenciada afecta a las mujeres (UARIV, 2012). 

Tabla 1. Hechos victimizantes por tipo de población 

 

Fuente: (UARIV, 2012). 

A nivel nacional, durante el periodo de análisis, se observa que el hecho victimizante que 

afecta a un mayor número de mujeres es el desplazamiento forzado. Teniendo en cuenta la 

pertenencia étnica, se tiene que las víctimas mujeres afrocolombianas son las más afectadas en 
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cada uno de los hechos victimizantes (excepto para reclutamiento ilegal de niños, niñas y 

adolescentes). Las mujeres indígenas son la segunda etnia que más se ve afectada en el total de 

víctimas a nivel nacional. Después del desplazamiento forzado, el homicidio es el hecho que ha 

generado un mayor número de víctimas a nivel nacional y que de manera específica y 

diferenciada afecta a las mujeres. P á g i n a | 9 9 Al tener en cuenta el enfoque diferencial por 

situación de discapacidad se tiene que, durante el periodo de análisis, se registran 40,425 mujeres 

víctimas de desplazamiento forzado y en situación de discapacidad, lo cual representa alrededor 

del 1.7% del total de mujeres víctimas de este hecho a nivel nacional. Para el hecho victimizante 

de homicidio, el total de mujeres víctimas que se encuentran en situación de discapacidad es de 

6,968 personas, lo que corresponde al 1.7% del total de mujeres víctimas de este hecho. En 

promedio, para todos los hechos, el total de mujeres víctimas en situación de discapacidad 

corresponde al 2.3% del número de mujeres víctimas para el periodo de análisis (UARIV, 2012).  
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Capítulo 2. Contextualización del Conflicto Colombiano y de los Procesos de Paz 

intentados 

En este capítulo se realiza un recuento de los procesos de paz que se han llevado 

recientemente en Colombia con los diferentes grupos armados, en el que se contextualiza cada 

uno, con el fin de entender la situación histórica, social y política en la que se encontraba el país 

en cada proceso, para luego indicar si se llevaron a cabo programas de reparación a víctimas, 

evidenciando los aspectos positivos y negativos, para finalmente, determinar si, efectivamente, 

se desarrollaron con enfoque de género. 

La historia Colombiana se ha caracterizado por desarrollarse a través  de la inequidad entre el 

campo y la ciudad, debido al inconformismo general del pueblo colombiano en torno a diferentes 

factores, como la falta de planeación que se dio en el primer siglo tras la independencia, la falta 

de inversión privada y los pocos recursos con los que contaba el Estado Colombiano.  

Desde esa época, el campesino colombiano ha vivido la desigualdad con la que ha sido 

tratado, lo cual fue convirtiendo ese sentimiento generalizado en la idea de una lucha social 

(armada) en contra del Estado Colombiano, a lo que se sumó la disputa del poder político entre 

los partidos políticos tradicionales, Conservador y Liberal, lo que se convirtió en una constante 

en la política colombiana durante años (Banco de la República, 2000). Esto partió de la base de 

que los conservadores dominaron en el campo político colombiano durante gran tiempo, por lo 

cual los liberales, que conformaban el partido político visto por parte de las masas proletarias 

como el que apoyaba los intereses del “pueblo”, empezaron a envolverse en los intereses 

personales de sus integrantes y a intentar manejar la política y el gobierno.  

Tesis que es apoyada por Arias Trujillo (2010): 
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Poco a poco el liberalismo le fue dando la espalda a los sectores 

contestatarios: las restricciones al derecho de huelga, las condenas 

abiertas al sindicalismo, las críticas a los que tildaban como excesivas 

aspiraciones de los trabajadores, constituyen algunos ejemplos de una 

política que buscaba limitar, controlar y debilitar a un actor que, en 

determinado momento, creyó alcanzar su autonomía social gracias al 

liberalismo (p, 120). 

Por lo anterior, el pueblo obrero y campesino del país sufrió una “decepción” de las políticas 

del partido liberal, empezando a surgir  en algunos sectores la idea de una revolución total en 

contra de los poderes estatales, dando así origen al nacimiento de pequeños grupos guerrilleros 

en el país. A pesar del conocimiento de esta conformación guerrillera, el gobierno Colombiano 

no le atribuyó la importancia necesaria al surgimiento de los grupos guerrilleros, lo que permitió 

su progresivo crecimiento y fortalecimiento. 

Una vez organizados estos grupos como guerrillas armadas, empezaron a atacar a las fuerzas 

militares y de policía a lo largo del país agravando la situación de violencia y realizando fuertes 

golpes en contra de las instituciones del Estado Colombiano. Los grupos guerrilleros que más 

crecieron fueron el M-19, el ELN (Ejército de Liberación Nacional) y las FARC-EP (Fuerzas 

Armadas Revolucionarias de Colombia). A raíz de esto, el Estado Colombiano se apropió de la 

situación y se encargó de dirigir las políticas de gobierno a la reducción y eliminación de estos 

grupos guerrilleros, lo cual fue imposible de realizar teniendo en cuenta la falta de tecnología, 

capital y pie de fuerza que tenían las fuerzas armadas en esa época. “En consecuencia, la política 

del gobierno del Presidente Turbay Ayala (1978-1982) fue de guerra contra los movimientos 

armados y de represión legal y extra legal contra la protesta social y la oposición política” 
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(Medina, 2003, pág. 273). Teniendo en cuenta el fracaso de este gobierno, el presidente Belisario 

Betancur desarrolló una nueva política de manejo al conflicto armado, enfocando los esfuerzos 

hacia una solución pacífica, con lo cual nace el primer proceso de paz oficial en Colombia, el 

acuerdo de la Uribe en 1984. 

Este proceso de paz se desarrolló entre finales de 1982 y noviembre de 1985, compuesto por 

dos delegaciones, la Cumbre Política Multipartidaria y la Comisión de Paz. Con estas comisiones 

se buscó proponer reformas al sistema político que posteriormente fueran discutidas y aprobadas 

por el Congreso, lo cual nunca se llevó a cabo. Para esa época el grupo guerrillero mejor 

establecido y con mayor popularidad era el M-19, por lo cual los diálogos se centraban con este 

grupo, sin dejar de lado a las FARC EP. Aunque el presidente Betancur tuvo toda la intención de 

avanzar en las negociaciones de paz, los empresarios, los militares y los partidos políticos 

tradicionales no apoyaban los diálogos con la guerrilla, lo que dificultó la evolución del proceso 

y alejó al M-19 de los diálogos; motivo por el cual el gobierno se acercó a las FARC con el fin 

de mostrarles la factible posibilidad de “luchar” en el campo político. Tras estos acercamientos, 

el 28 de marzo de 1984 se firmó el acuerdo de la Uribe, el cual se podría denominar como el 

primer tratado firmado por el gobierno y un movimiento guerrillero (Corporación Nuevo Arco 

Iris, 2012). “No se entendía la paz todavía como un proceso…..el gobierno de Belisario 

Betancur cambió el curso de la historia de Colombia del tratamiento de los problemas de orden 

público e introdujo el diálogo¸ como factor capital….” (Medina, 2003, pág. 287), por lo cual este 

proceso inició con una ley de amnistía, de perdón y olvido abarcando a todos los insurgentes, con 

una comisión de paz con el fin de buscar una solución dialogada al conflicto. Teniendo en cuenta 

que no es indispensable para el presente trabajo explicar detalladamente cada proceso, en 

términos generales, los diálogos dieron como resultado el cese unilateral del fuego durante tres 
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años por parte de las FARC y la creación de la Unión Patriótica. Pero como lo sintetiza Medina 

(2003): 

Los diálogos se  vieron duramente afectados por estas dinámicas 

guerreras que se nutrían mutuamente…, cada cual con la vana ilusión de 

una victoria militar. La renuncia de los poderes económicos y las 

direcciones de los partidos tradicionales a dar su cuota en las reformas 

del “orden económico”, social y político tuvieron su parte en la 

frustración (pág. 294). 

Cabe la pena destacar que en estos diálogos se identificaron por primera vez a las personas 

que sufrieron flagelos en razón a la violencia del conflicto armado (sin utilizar el término 

“víctimas” sino “colombianos que han padecido”) del conflicto  y se buscó  un restablecimiento 

de los derechos de las víctimas2 (Congreso de la República, 1982). 

El artículo séptimo,3 demuestra por primera vez que tanto la guerrilla como el Estado 

Colombiano tomaron conciencia de las evidentes consecuencias de la guerra y por ende, que en 

cualquier tipo de acuerdo deben ser un punto prioritario los colombianos afectados por el 

conflicto (Medina, 2003). A pesar de no dar un reconocimiento directo de víctimas, ni de hablar 

de una reparación a las mismas, en estos acuerdos se reconoció la necesidad de restablecer los 

derechos de todos estos colombianos que habían sufrido los flagelos de la guerra. Como es 

obvio, si escasamente se destacó a los colombianos que han padecido la vulneración de los 

derechos por causa de la guerra, sin contemplar  el hecho de la existencia real de víctimas en esa 

época, por el lado de las víctimas de género ni siquiera se tuvo en cuenta este concepto, que para 

                                                 
2 Así se generó el primer registro de la intención de reparación de víctimas en razón al conflicto armado en Colombia. 
3 En el Plan Nacional de Rehabilitación el gobierno da prelación a los colombianos que han padecido, directa o indirectamente 
los estragos de la violencia para el restablecimiento de derechos injustamente conculcados como consecuencia de la alternación 
del orden público y la inseguridad social (Corporación Nuevo Arco Iris, 2012). 
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la fecha era parte de algunas teorías internacionales analizadas para otros conflictos armados, 

mas no de  la práctica en las negociaciones con la guerrilla colombiana. 

Al terminar el gobierno del presidente Belisario Betancur y estando en vigencia el acuerdo de 

la Uribe (de poca credibilidad en la opinión pública), el país se encontraba en una guerra total 

contra el narcotráfico y la guerrilla, incluso con sucesos como la toma del palacio de justicia por 

parte del M -19, por ello, el orden público necesitaba de gran atención por parte del nuevo 

gobierno.  

En ese contexto, llega  a la presidencia Virgilio Barco y en razón  a que se conjugaron varios 

factores: “el alto deterioro de la legitimidad institucional, el asentamiento de las acciones de 

guerra, el desborde de la violencia política, la irrupción del terrorismo promovido por el 

narcotráfico” (Medina, 2003, pág. 374), el gobierno buscaba la salida negociada del conflicto 

armado. 

Es así como después de un acercamiento por parte del gobierno y la guerrilla del M-19  el 17 

de junio de 1989 se firma el acuerdo de paz y se hace la entrega de armas por parte del grupo 

guerrillero. Este proceso tuvo como esencia el intento de una reforma constitucional,4 y de una 

inclusión por parte de los ciudadanos a los guerrilleros. El pacto como tal constó de 10 puntos en 

los cuales se  habla específicamente de la reincorporación guerrillera, el mejoramiento de las 

oportunidades electorales, la reforma a la justicia, el narcotráfico. Con respecto a las víctimas, el 

punto 3 establece que el Fondo Nacional para la Paz debe adelantar acciones y programas que 

beneficien a la comunidad perteneciente a las zonas donde la guerrilla tuvo influencia. Teniendo 

en cuenta el punto anterior que está directamente relacionado con las víctimas es importante 

                                                 
4 Acuerdo Político entre el Gobierno Nacional y el M-19: Coincidimos en la necesidad de que a través de los mecanismos 
ordinarios de reforma constitucional o mediante la convocatoria del Constituyente primario, Plebiscito, Referéndum o Asamblea 
Constituyente, se fortalezca la legitimidad institucional y la aprobación de materia de vital importancia para la consecución de 
la paz. (Pineda, 2011) 
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resaltar que este acuerdo se dio por una necesidad política, en el cual no se buscó ni se tuvo en 

cuenta una reparación de víctimas en razón al conflicto entre el M-19 y el Estado Colombiano, 

solo se buscó la entrega de armas y la disminución de la violencia (puntos que se cumplieron  y 

que fueron efectivos), pero no se entendió que el conflicto había dejado unas víctimas y que la 

mayoría de esas víctimas eran mujeres, por lo cual es posible deducir que tampoco en el segundo 

gran proceso de paz llevado a cabo en Colombia se aplicó un programa de reparación  a víctimas 

de género del conflicto armado. 

En este contexto y para el año 1990 el presidente César Gaviria sube al poder y la política 

nacional del gobierno se centra en combatir al fenómeno del narcotráfico, que se había 

expandido por todo el país y había permeado todas las instituciones del Estado, restándole 

importancia a la Guerrilla y por ende a los acuerdos y procesos de paz anteriores, lo que conllevó 

a que principalmente la Guerrilla de las FARC se fortaleciera militarmente a lo largo del país.  

César Gaviria promovió los diálogos de paz con el grupo guerrillero EPL que llegaron a un 

acuerdo de desmovilización, pero en razón a la pequeña magnitud de este grupo subversivo y su 

poca influencia en el país, no se le dio la importancia requerida a estas negociaciones. En este 

plano llega a la presidencia Ernesto Samper con la misma idea de combatir el narcotráfico y con 

una política de inversión social, pero al verse inmerso en el  proceso 8000, en el cual se le 

acusaba de haber financiado su campaña presidencial con dineros del narcotráfico, se concentró 

más en defenderse de las acusaciones contra él y en modificar el sistema de salud y pensional del 

país que en la seguridad; mientras tanto las Guerrillas de las FARC y el ELN se fortalecían 

militarmente, se apoderaban de muchos municipios del país, crecían más y reclutaban más 

hombres en sus filas. Por lo cual sin ningún avance en cuestión de paz o diálogos con las 

guerrillas llega a la presidencia de la república Andrés Pastrana, quien asumió la oficina de la 
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presidencia en agosto de 1998, “en medio de un contexto de violencia y degradación del 

conflicto. La correlación de fuerzas parecía darle ventajas a las FARC”. (Borda & Cepeda, 

2012, pág. 52) 

En razón a esta degradación del conflicto, ante la cantidad de atentados cometidos contra la 

población civil y la idea general en Colombia de no poder derrotar militarmente a las FARC, en 

la sociedad colombiana empezó a nacer un movimiento ciudadano por la paz, promovido 

principalmente por los jóvenes pero apoyado por la mayoría de la sociedad civil, con el fin de 

intentar demostrarle a la sociedad colombiana que la única forma de salir de la guerra era a 

través de los diálogos, por lo cual con la promesa de entablar un proceso de paz  con las FARC y 

el ELN, Andrés Pastrana inicia los diálogos con las FARC, autorizando una zona de despeje de  

42.000 Km5 (Vicepresidencia de la República, 2006). 

Una vez iniciado el proceso se dieron acercamientos y reuniones donde el gobierno demostró 

todo el interés por continuar el proceso de paz, pero la guerrilla de las FARC continuaba con 

actividades del narcotráfico y el secuestro. Esta zona de despeje le dio la oportunidad a la 

guerrilla de fortalecerse militar y económicamente, sin demostrar en ningún momento el interés 

por realizar un verdadero proceso de paz.  

A partir del momento en que se creó la zona de distención  en el área 

correspondiente a los municipios de San Vicente del Caguán en Caquetá, 

Uribe, Mesetas, Vista Hermosa y La Macarena en el Meta, se 

comenzaron a producir denuncias de diversos hechos cometidos por 

                                                 
5El 14 de octubre de 1998 se estableció, mediante la Resolución Presidencial No. 85, la Zona de Distensión. La zona abarcaba 
cinco municipios en los departamentos de Caquetá y Meta, con un total de 42.129 kilómetros cuadrados. El 7 de noviembre la 
zona entra en vigencia y las Fuerzas Armadas reciben la orden presidencial de retirarse. Las conversaciones de paz entre las 
FARC y el Gobierno, que se inauguran oficialmente el 7 de enero de 1999 en San Vicente del Caguán, se suspenden doce días 
más tarde por decisión de las FARC que exigen al Gobierno acciones contra los grupos de autodefensa (Vicepresidencia de la 
República, 2006). 
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miembros de la guerrilla violatorios de los derechos fundamentales de 

los habitantes de la región, consagrados en la Constitución Nacional y 

protegidos por el Derecho Internacional Humanitario. Retenciones, 

requisas, allanamientos, retenciones indebidas de personas, robo de 

ganado, extorsiones, negociación de secuestros y asesinato de personas, 

fueron denunciadas permanentemente por la población. Esto sin 

mencionar las amenazas constantes a las autoridades públicas 

encargadas de ejercer justicia así como la planeación y ejecución de 

acciones dirigidas a atacar a las poblaciones colindantes 

(Vicepresidencia de la República, 2006). 

Pero a pesar de la impunidad que fue evidente en la zona de distención el presidente Andrés 

Pastrana, realizó todos los esfuerzos por mantener los diálogos de paz activos, pero el hecho 

determinante para que el gobierno de Andrés Pastrana diera por terminados los Diálogos del 

Caguán fue el desvío de un avión que se dirigía de Florencia a Neiva, que fue obligado a 

aterrizar en la zona del Caguán y del cual secuestraron al diputado Eduardo Gechem; otro 

importante hecho que afectó el buen desarrollo de los diálogos de paz, fue la creciente arremetida 

de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC6), en la cual se estableció una guerra con los 

mismos objetivos: “el control de las regiones y el acceso a los principales corredores para la 

comercialización de la droga” (Salas, 2008, pág. 48), entendiendo el paramilitarismo como un 

grupo de personas armado, que financiado por ganaderos, empresarios y personas de gran 

capacidad económica, se encargaba de proteger las zonas de interés económico para estas 

                                                 
6 “El 18 de abril de 1997 las Autodefensas unidas de Colombia aparecieron en el panorama político militar del país como una 
organización civil armada anti guerrillera. Lideradas por Carlos Castaño y en los municipios de Puerto Boyacá, San Martín de 
los Llanos y el departamento de Santander, apoyadas por comerciantes y ganaderos, cuya fuerza se orientaba solamente a la 
defensa de sus intereses”. (Rizo, 2012, pág. 34) 
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personas y de expulsar a la guerrilla de las mismas, a veces con la aprobación de las fuerzas del 

Estado7, dejando como víctimas a los civiles que no pertenecían a ninguno de los dos bandos 

pero debilitando en gran parte a la guerrilla a lo largo del país. 

Siendo así, el 20 de febrero de 2002 (finalizando el periodo presidencial de Andrés Pastrana)  

se dieron por terminados formalmente los diálogos de paz, de los cuales solo quedaron 

documentos fallidos de intento de paz y ningún acuerdo firmado ni ratificado. Como 

consecuencia de este rompimiento de diálogos, la guerra se encrudeció y el Estado Colombiano 

vio la necesidad de fortalecerse militarmente,8 realizando una gran inversión a las Fuerza 

Militares y de Policía del país. Para esta fecha Álvaro Uribe Vélez se posesionó como presidente 

de Colombia (2002-2006)  con la primordial propuesta de derrotar militarmente a la guerrilla. 

 Una vez posesionado, Álvaro Uribe decretó el Estado de conmoción interior, mediante el 

cual se propuso aumentar las capacidades de las FFMM y de la PONAL, aumentar el pago de 

impuestos con el fin de aumentar el presupuesto para el resarcimiento de la seguridad nacional. 

Por lo cual, con el desarrollo de esta política, en la cual la arremetida militar por parte del 

gobierno a la guerrilla fue evidente y buscó disminuir la violencia extrema en la que vivía el país, 

lo que condujo a la necesidad de generar puntos de acuerdo o con la guerrilla o con los 

paramilitares. 

Teniendo en cuenta que para esta fecha los paramilitares ejercían un poder militar sobre gran 

parte del país y que hubo un mejor acercamiento por parte del gobierno hacia estos grupos (sin 

entrar a juzgar los motivos), las autodefensas a través de la iglesia católica, contactaron al 

gobierno con el fin de iniciar un proceso de paz y desmovilización. Por lo cual, en el año 2003 se 

                                                 
7 Ver Sentencia del 21 de julio de 2006 CIDH, Condena al Estado Colombiano por la masacre del Aro. (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2006) 
8Ver Gráfico No 20- Presupuesto de Defensa y Seguridad como Porcentaje del BIP. (Ministerio de Defensa Nacional, 2009) 
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iniciaron las mesas de negociación por medio del Alto Comisionado para la Paz, la Comisión 

Exploratoria y las AUC, con el apoyo de la OEA a través la Misión de Apoyo al Proceso de Paz 

en Colombia de la Organización de Estados Americanos (MAPP/OEA). 

En la cuales de a poco y con el transcurrir del tiempo se aprobó el 

método de desmovilización, que inició el 25 de noviembre de 2003 en 

Medellín con el bloque Cacique Nutibara y hasta  el 15 de agosto de 

2006 con el bloque Elmer Cárdenas. En 38 actos se desmovilizaron 

31.671 de los integrantes de los grupos irregulares. Las organizaciones 

con mayor número de desmovilizados fueron el bloque Central Bolívar 

con 6.348, el bloque Norte con 4.760, el bloque Mineros con 2.780, el 

bloque Héroes de Granada con 2.033 y el bloque Elmer Cárdenas con 

1.538. (Verdadabierta.com, 2008) 

Siendo así en términos generales, el cese unilateral por parte de las AUC, la entrega de 

armas, los compromisos de las partes fueron cumplidos9, superando obstáculos naturales de un 

proceso de desmovilización.  

En el aspecto normativo, el 25 de julio del año 2005 se aprobó la ley 975 de 2005 (Ley de 

Justicia y Paz10), en la cual se reconoció que el conflicto armado en el que participaban las AUC 

había dejado unas víctimas, y que estas debían tener acceso a la verdad de los hechos, la justicia 

sobre la comisión de estos y la reparación de los daños causados por estos hechos.  

                                                 
9El acuerdo de Santa Fe de Ralito, suscrito el 15 de julio de 2003, en el cual las AUC se comprometieron a desmovilizar  todos 
sus hombres antes del 31 de diciembre de 2005. (Indepaz, 2013) 
10DIARIO OFICIAL 45.980. Ley 975 de Julio 25 de 2005 “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de 
miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz 
nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” (Congreso de la República, 2005) 
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Artículo 1°. Objeto de la presente ley. La presente ley tiene por objeto 

facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a 

la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, 

garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 

reparación (Congreso de la República, 2005). 

Respecto a este punto es muy importante resaltar que a pesar de la cantidad de acuerdos que 

se habían dado con grupos armados al margen de la ley, este proceso de desmovilización abrió la 

oportunidad para que el Estado Colombiano, las autodefensas e indirectamente la guerrilla, 

reconocieran y le otorgaran importancia a la reparación de las víctimas del conflicto, aclarando 

que no se reguló una reparación de género como tal, sin dejar pasar desapercibido que el artículo 

41 reconoce que las mujeres y niñas (también reconoce a los niños, personas de mayor edad y 

discapacitados) tienen una necesidad especial dentro del proceso (Congreso de la República, 

2005). 

Artículo 41. Atención a necesidades especiales. Tanto los órganos 

judiciales como las entidades de apoyo técnico y la Procuraduría 

Judicial para la Justicia y la Paz, tendrán en cuenta las necesidades 

especiales de las mujeres, de las niñas, niños, personas mayores de edad 

o con discapacidad que participen en el proceso (Congreso de la 

República, 2005). 

De ahí que el gobierno nacional mediante el decreto 4760 de 2005 

reglamenta parcialmente la Ley de Justicia y Paz, estableciendo la forma 

en que el gobierno debía  presentar a la Fiscalía General de la Nación la 
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lista de postulados para acceder a los postulados de la ley 975/2005. 

(Rizo, 2012, pág. 399) 

 Y por lo tanto desarrolla el tema de las víctimas, haciendo efectivo el derecho de 

participación activa en el proceso, a recibir un trato digno a ser oídas, a ser informadas sobre las 

decisiones adoptadas en el proceso. Aunque es necesario aclarar que una vez aprobada esta ley  

por el congreso, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos en Colombia indicó que:  

Observa que esta no logra reunir los elementos esenciales aconsejables 

para establecer una justicia transicional (porque) ofrece muy generosos 

beneficios judiciales (…) sin una contribución efectiva al esclarecimiento 

de la verdad y a la reparación  y que el considerar al paramilitarismo 

como un delito político permite cobijar en la impunidad a las personas, 

incluyendo eventualmente a los servidores públicos, que hayan 

participado o asistido en la conformación de grupos paramilitares o en 

sus actividades ilegales. (Hernández, 2011, pág. 57) 

Por lo cual no se debe esconder, que a pesar de estos avances en relación al tema de víctimas, 

esta ley recibió muchas críticas, en el sentido de no crear una jurisdicción especial con 

“capacidad administrativa, técnica, operativa, eficiente para proferir sentencias judiciales que 

conlleven a la verdad, justicia y reparación efectiva de las víctimas” (Hernández, 2011, pág. 59).  

Sin excusar estas falencias, para ser el primer proceso de paz con esta enorme cantidad de 

desmovilizados y en el cual se evidenció la disminución de la violencia en un gran porcentaje 

(Reliefweb, 2005), en Colombia hubo grandes avances en el reconocimiento de los derechos de 

las víctimas de la violencia (sin desconocer que también en este proceso hubo impunidad).  
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Otro punto muy importante de este avance y en el cual el legislador empezó a abrir un 

camino para la reparación de género en Colombia se evidencia en el inciso 6 del artículo 1111,  

ya que abre la posibilidad al reconocimiento de las víctimas que han sido afectadas en su 

formación sexual y teniendo en cuenta que estas víctimas principalmente son mujeres, le da 

inicio al concepto de que la violencia de género en un conflicto debe ser reparada de forma 

especial. Una vez regulada la ley 975/2005 la Corte Constitucional la declaro exequible, aunque 

modificó el artículo 71, del cual no es necesario entrar en detalle en razón ya que se refería a la 

pena de los combatientes. 

 Según Indepaz (2013), el proceso de desmovilización, obtuvo muchas críticas e 

investigaciones, respecto a la veracidad y trasparencia del mismo y por parte de cantidades,  dejó 

30.000  hombres y mujeres que retornaron a la vida civil. A pesar de las críticas que ha recibido 

el proceso, es procedente decir que ha sido el proceso de desmovilización más grande que se ha 

dado en toda la historia del país y mediante el cual se establecieron bases respecto a la reparación 

de víctimas del conflicto armado en Colombia. 

 

 

  

                                                 
11Artículo 11 Inciso 6: La Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz velará por que las autoridades competentes brinden 
atención adecuada a las necesidades especiales de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, ……así como por el reconocimiento de 
las víctimas de las conductas punibles atentatorias contra la libertad, integridad y formación sexuales y adelantará las acciones 
requeridas para tales fines. (Congreso de la República, 2005) 
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Capítulo 3. Programas de Reparación de Género en Colombia 

Teniendo en cuenta el proceso histórico de los procesos de paz en Colombia y las políticas de 

reparación a víctimas, en el presente capítulo se dará a conocer y a explicar los actuales 

programas de reparación a víctimas enfocándose en la reparación de género que el gobierno 

Colombiano está ejecutando, con la finalidad de comprobar si ha sido efectiva o no la regulación 

legal de la reparación integral de víctimas y los sacrificios que se han hecho en los procesos de 

paz en Colombia, en los cuales no se han desarrollado políticas serias y concretas de reparación a 

víctimas. 

3.1 Normatividad Vigente de la Reparación de Género en Colombia. 

Como se describió en el capítulo anterior, la ley 975 de 2005 fue la primera norma que señaló 

el derecho de  verdad, justicia y reparación de  las víctimas del conflicto armado, siendo regulada 

parcialmente por los decretos nacionales 4760 de 2005, 690, 2898, y 3391 y reglamentada por el 

decreto nacional 3011 de 2013, esta legislación en materia de reparación de género no hacen 

referencia a una clasificación especial de las víctimas de género, resaltando que el único decreto 

que trata el tema de la mujer y sus necesidades de tratamiento especial por la condición de 

género es el decreto 4760 de 2005, aspecto que fue mencionado en el capítulo anterior. En 

relación con la normatividad, el Congreso aprueba la ley 1448 de 2011, la cual se encarga de 

regular más a fondo la reparación a víctimas exclusivamente del conflicto armado interno 

colombiano, y tiene como objeto establecer medidas concretas de carácter judicial, 

administrativo, social y económico que busquen la asistencia, atención y reparación de las 

víctimas. 
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En relación con la reparación de género es  muy importante destacar que el artículo 114 de 

esta Ley establece que las mujeres deben tener una atención preferencial en los trámites 

administrativos y judiciales en la restitución de tierras, así como recibir atención preferencial en 

los procesos de restitución de tierra por parte del Juez y la obligación de las autoridades de 

policía y militares de velar por la entrega efectiva y oportuna del predio en litigio (Congreso de 

la República, 2011). 

 Teniendo en cuenta lo anterior, es de destacar que desde el artículo 114 al artículo 118, el 

legislador por primera vez le otorga una condición especial a la mujer víctima del despojo de 

tierras en el conflicto armado y en razón a esa condición especial se da la primera manifestación 

real y tangible de una medida de reparación integral de género. Es importante resaltar este acierto 

del legislador, porque es un punto de partida para que se empiece a clasificar a las mujeres como 

víctimas especiales en razón al género en el conflicto armado. De estos artículos mencionados 

anteriormente, y en razón a la necesidad de regular la reparación integral de víctimas de género, 

el gobierno Colombiano a través del Ministerio del Interior, expide la resolución 0805 del 14 de 

mayo de 2012,  “por la cual se expide el protocolo específico con enfoque de género y de los 

derechos de las mujeres a que se refiere el artículo 50 del decreto 4912 de 2011” (Ministerio del 

Interior, 2012), catalogado como el primer acto administrativo que va dirigido específicamente al 

enfoque de género y a las mujeres. 

Esta resolución se desarrolla basándose en los principios de enfoque diferencial, atención 

preferencial y especial para mujeres, enfoque sub-diferencial, participación, buena fe y 

aplicación normativa a favor de los derechos de las mujeres, estableciendo tres puntos 

primordiales: 
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Capacitación y Sensibilización: Es obligación del gobierno Colombiano capacitar en enfoque 

de género a las entidades y a los funcionarios que van a participar en los programas de 

prevención y protección a las mujeres12. 

Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas CERREM  para el Análisis 

de Casos de Mujeres: Este comité debe estar obligatoriamente compuesto por cuatro (4)  

mujeres, dos (2) de las organizaciones víctimas del conflicto armado y las otras dos (2), de las 

organizaciones de mujeres que trabajen por la Defensa de los Derechos de las Mujeres y 

mediante el cual a través de la Fiscalía General de la Nación para que realice las investigaciones 

e informes de las mujeres que están en situación de riesgo o amenaza, con el fin de ingresar al 

Programa de Prevención y Protección. 

Medidas complementarias de protección y prevención con enfoque diferencial: Las entidades 

gubernamentales y distritales tienen frente al desarrollo de sus políticas en torno a la protección 

de los derechos de las víctimas del conflicto armado, como bien, se ha establecido en la 

normatividad colombiana, es necesario que las entidades que tengan a cargo la protección y 

vigilancia de los derechos de las personas, proyecte políticas de atención oportuna y eficaz a las 

víctimas del conflicto colombiano.  

Lo anterior, se desarrolló a través de la resolución 0805 del 14 de mayo de 2012 , mediante la 

cual le impone obligaciones al Ministerio del Interior, a los Departamentos y a los Municipios 

con el fin de integrar la implementación del Programa de Prevención y Protección, aunque de 

carácter general mas no específico, ya que los exhorta a promover el reconocimiento de los 

derechos de las mujeres, a enfocarse en establecer medidas que identifiquen los factores de 

                                                 
12El Fondo de las Naciones Unidas para la Niñez ofrece la Asistencia técnica a  las entidades y los requisitos de los funcionarios 
que van a participar en el programa de fortalecimiento de la política de Género. 
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riesgos de las mujeres, a diseñar y aplicar estrategias que mejoren la capacidad institucional, pero 

no da medidas concretas que puedan aplicarse en un plazo inmediato o por lo menos mediano. 

La única medida concreta que estableció esta resolución, fue la elaboración de un plan 

territorial descentralizado con el fin de darle vigencia y aplicabilidad a las medidas del decreto 

4912 de 2011, mediante  el cual se organiza el Programa de Prevención y Protección de los 

derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos, o comunidades 

que se encuentran en situación de extremo riesgo,  pero no se establece a la mujer como un grupo 

especial, que por el simple hecho de ser mujer y por ende víctima en el conflicto armado debe 

recibir una protección especial (Ministerio del Interior, 2011). 

En este punto, es valioso rescatar que el Estado Colombiano ya estaba regulando aspectos 

diferenciales de las mujeres como víctimas, que ya establecía medidas (de carácter general) para 

la protección y atención diferencial a la mujer, entendiendo que la violencia de género existía y 

por lo tanto debía contrarrestarse y ayudar de forma específica a las mujeres, pero no estableció 

unas medidas directas y concretas para estas mujeres víctimas del conflicto armado. De este 

análisis el Consejo Nacional de Política Económica y Social  mediante el documento CONPES 

3784 DNP de 2013 establece “Los lineamentos para la Política Pública para la Prevención de 

Riesgos, la Protección y Garantía de los Derechos de las Mujeres Víctimas del Conflicto 

Armado”. Es procedente decir que este es el primer documento en el cual el gobierno 

Colombiano establece unos derechos específicos dirigidos a las mujeres víctimas del conflicto 

armado, y en el cual se evidencian los riesgos y las vulnerabilidades  que sufren las mujeres y 

por tanto se proponen estrategias para la prevención de estos riesgos y se establecen  procesos 

para la atención y reparación integral de las mujeres víctimas del conflicto exclusivamente. 

Siendo así y en términos generales este documento reconoció a las mujeres como víctimas 
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particulares del conflicto armado y de múltiples formas de violencia, explicando los ejes  

problemáticos a los que se enfrenta la mujer en Colombia en ocasión al conflicto, estableciendo 

que el principal, son las particulares formas de violencia de las cuales son víctimas las mujeres 

(desplazamiento forzado, delitos contra  la vida y la integridad, el reclutamiento ilícito, la 

violencia sexual), un segundo eje problemático se estableció en la falta de reconociendo por 

parte de los entornos sociales y culturales de las mujeres como sujetos de derechos y, finalmente, 

fija el tercer eje problemático en la dificultad que tienen las mujeres víctimas para el acceso al 

restablecimiento de sus derechos y por tanto la necesidad de una oferta institucional para la 

recuperación de la dignad  y el ejercicio pleno de ciudanía de las mujeres. 

Ahora bien, este documento fue un gran avance y posiblemente el mayor en la cuestión del 

porqué, cuándo, cómo y para qué de la reparación integral a las mujeres víctimas del conflicto 

armado, ya que demostró la importancia y necesidad que tiene la sociedad colombiana de una 

reparación integral a las víctimas de género; este documento nació del plan nacional de 

desarrollo 2010-2014, en el cual se  estableció la necesidad de designar un presupuesto para estos 

planes y finalmente estableció medidas más concretas y específicas a entidades estatales como el 

Comité Ejecutivo para la atención y reparación a las Víctimas, a la Unidad Administrativa 

Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas  a la Alta Consejería para La Equidad 

de la Mujer, al Departamento Nacional de Planeación, las cuales analizaremos más a fondo en el 

último punto del presente trabajo. Tenido en cuenta lo anterior, esta regulación puede ser 

aceptable para un plan serio de reparación integral a víctimas de género del conflicto armado, lo 

cual es un avance significativo, pero y el plan concreto, la implementación, los programas 

municipales, departamentales y distritales, donde están. 
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Capítulo 4. Programas de reparación a víctimas de género en Perú y Guatemala 

En este capítulo, en razón a que Perú y Guatemala se vieron inmersos en conflictos con 

grupos armados al margen de la ley de naturaleza guerrillera y, por lo tanto, similares al vivido 

en Colombia, desarrollando la capacidad de implementar programas de reparación a víctimas de 

género, se procede a realizar una descripción del conflicto armado, explicando cómo se 

desarrolló, los programas a víctimas que se implementaron después de finalizado el mismo y, 

finalmente, el enfoque de género que desarrollaron en estos programas, lo anterior con la 

finalidad de evidenciar los aspectos positivos de la implementación de estos programas en los 

países en cuestión y de conocer las prácticas negativas realizadas en estos países para tenerlas en 

cuenta y no incurrir en ellas al momento de aplicarlas en Colombia. 

4.1 Perú 

 “El Perú no había sufrido conflictos armados internos significativos 

antes de 1980, los momentos de mayor conmoción política y movimiento 

social con estallidos de violencia armada (1930-1934, 1948-50, 1965, 

1977-80) duraron poco tiempo, tuvieron un carácter local antes que 

nacional, no registraron un gran número de muertes o desapariciones 

forzadas” (Comisión de la Verdad y la Reparación, 2003).  

Los pocos casos de conflictos armados que se presentaban eran de relevante importancia y 

nunca trascendieron a la esfera nacional; estos casos no eran una prioridad para el Estado ya que 

por medio de las pocas fuerzas armadas eran posible controlarlos además que el mantenimiento 

de unas grandes fuerzas armadas requerirían de muchos recursos económicos los cuales para esa 

época no estaban disponibles. 
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Las entidades estatales eran débiles, ya que la economía nacional también lo era y los 

esfuerzos nacionales se enfocaban principalmente en el mejoramiento económico del país. En la 

segunda mitad del siglo XX el país registró una acelerada expansión económica, social y política 

a lo largo del país, lógicamente este crecimiento se vio principalmente en las grandes ciudades, 

sin dejar de lado que en las áreas rurales la presencia estatal (la cual anteriormente era casi nula) 

se vio escasamente representada por las escuelas primarias y el servicio militar obligatorio. En 

este punto empezó a evidenciarse la desigualdad en el país, ya que en las grandes ciudades era 

permanente la presencia estatal, con la prestación de servicio públicos y el mejoramiento de las 

grandes ciudades, las calles, las entidades públicas y en general la inversión en infraestructura 

para el país. 

Un aspecto muy importante por destacar, el cual es fundamental en el inicio del conflicto 

armado en Perú, fue su frágil integración nacional, ya que el país siempre ha tenido una gran 

diversidad étnica y el gobierno a lo largo de la historia no lo ha querido reconocer de esa forma, 

motivo por el cual se desarrolló la tendencia a marginar los sectores ajenos de la imposición de la 

cultura occidental, especialmente a los campesinos de procedencia indígena. Además de esto, la 

falta de inversión en la educación y el hecho de no haberse presentado revoluciones al tradicional 

estilo latinoamericano, como la mejicana y la boliviana, evidenciaron las desigualdades 

crecientes en el país. 

Los acelerados cambios demográficos y las transformaciones en el 

aspecto industrial ocurridos a partir de la década del cuarenta 

transformaron radicalmente el perfil poblacional del país, en pocos años 

el acelerado crecimiento demográfico y la migración del campo a la 

ciudad, produjeron un país más poblado y más urbano; de los 6.2 
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millones de habitantes de 1940 se pasó a 17 millones en 1981. (Comisión 

de la Verdad y la Reparación, 2003, pág. 57) 

Sin dejar de lado  que  las políticas económicas se enfocaron en aumentar el capital de las 

clases altas y por lo tanto ayudaron a ampliar la brecha entre ricos y pobres, aumentando el 

número de personas de escasos recursos y de personas en la pobreza extrema13, especialmente en 

las áreas rurales andinas, en donde los habitantes de menores ingresos comúnmente eran 

indígenas. 

En razón a esta situación, en 1968, Juan Francisco Velasco Alvarado se tomó la presidencia 

por medio de un golpe de Estado y realizó la llamada revolución militar, mediante la cual se 

fortalecieron las fuerzas armadas, las entidades oficiales del Estado, se continuó con la expansión 

industrial, se reconoció a los integrantes de las etnias indígenas como ciudadanos con derechos y 

deberes, se le proporcionó educación a miles de peruanos que por su procedencia étnica, 

capacidad económica o lugar de residencia se encontraban bastante lejos de poder transformar su 

condiciones de existencia y de participar en el proceso político nacional de otra manera, 

otorgándole  importancia a las comunidades indígenas, ofreciéndoles mejores oportunidades de 

estudio y de empleo, situación que fue de beneficio para la sociedad peruana, pero también fue 

un factor que alimentó las causas del conflicto, porque le dio la oportunidad de entender a los 

menos favorecidos que tenían unos derechos y que debían exigir el cumplimiento de estos. 

Por lo mencionado anteriormente, es evidente que para la configuración del conflicto las dos 

partes del mismo, fueron fortalecidas, las Fuerzas Militares económicamente y militarmente y la 

población tuvo acceso a la educación y por ende al conocimiento de sus derechos exigibles, hasta 

                                                 
13 Ver: Perú Política de reducción de pobreza, Instituto Nacional Demócrata para Asuntos Internacionales, Cuadro No 6. 
(Instituto Nacional Democrata, S.f, pág. 68) 
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el punto de nacer la idea de una “guerra revolucionaria”,  lo que conllevó a que el conflicto fuera 

más violento y radical. 

4.1.1 Contextualización del conflicto en Perú 

El conflicto armado interno vivido por el Perú entre 1980 y el 2000 ha sido el de mayor 

duración, el de impacto más extenso sobre el territorio de ese país y el de más elevados costos 

humanos y económicos de toda la historia peruana. El número de muertes que ocasionó este 

enfrentamiento supera ampliamente las cifras de pérdidas humanas sufridas en la guerra de la 

independencia y la guerra con Chile, los mayores conflictos en que se ha visto comprometido el 

país vecino (Burt, 2011).  

Un patrón en común del inicio de la guerra civil en Perú, Guatemala, y Colombia es la 

decisión de un grupo opositor político al gobierno (en el caso específico del Perú de ideales 

marxistas) de tomarse las armas e iniciar una guerra popular contra el Estado. El método 

utilizado por el principal grupo subversivo del Perú, el Sendero Luminoso, fue el uso de métodos 

de extrema violencia y terror sin guardar respeto a normas básicas sobre la guerra y los derechos 

humanos, es decir que inició con la violencia armada en contra de la población civil (Colussi, 

2009).  

Por otro lado, dicha violencia subversiva estuvo dirigida contra los representantes y 

partidarios del «antiguo orden» en las áreas iniciales del conflicto armado (Ayacucho, Apurímac) 

por lo que la mayor parte de víctimas de las acciones senderistas estuvieron entre campesinos o 

pequeñas autoridades locales y no entre miembros de las élites políticas o económicas del país. 

Teniendo en cuenta las cifras anteriores de víctimas y las brechas socioeconómicas evidentes en 

esa época en Perú, la etapa de violencia dejó ver aún más las desigualdades de origen étnico-

cultural que se presentaban en mayor escala en ese país. Y como lo mencionaba anteriormente el 
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conflicto se desató en un contexto marcado por el hecho de que el crecimiento acelerado del 

Estado y el mejoramiento económico social y político del país, no se estaba demostrando en la 

mejora de infraestructura y la prestación de servicios públicos en las zonas marginales del Perú. 

Por lo cual, las poblaciones rurales, andinas, selváticas, indígenas (Quechua y Asháninka), 

campesinos, pobres y poco educadas del país sufrieron de forma más fuerte la violencia derivada 

del conflicto armado, lo que demostró la frágil integración nacional y la falta de un auténtico 

reconocimiento de la diversidad étnica, marginando los sectores mencionados anteriormente.  

El motivo inmediato y fundamental del inicio del conflicto armado fue la decisión del partido 

comunista del Perú - Sendero Luminoso (PCP-SL) de iniciar una arremetida en contra de los 

pilares del Estado es decir:  

Una guerra popular prolongada del campo a la ciudad en contra del 

Estado peruano, ya que este partido consideraba la lucha armada el 

mejor método posible para imponer un nuevo orden político, social y 

económico, destruyendo al Estado antiguo y a las altas clases 

económicas del país (Rubio, 2010, pág. 149). 

Teniendo en cuenta esta ideología que se basaba en el marxismo-leninismo-maoísmo, donde 

se supone que se le otorga más poder al pueblo, se dio un cierto nivel de aceptación popular ante 

la incapacidad del Estado y las altas esferas del país de responder a unas necesidades de la 

población y al poco progreso de las clases pobres, motivo por el cual fue posible el crecimiento 

de ese grupo subversivo. 
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Como consecuencia de la poca importancia inicial que el gobierno le prestó a las acciones de 

Sendero Luminoso, este grupo empezó a crecer de forma acelerada, llegando a tener presencia en 

la mayoría de los departamentos y por ende hizo crecer la disidencia colectiva hacia este grupo, 

lo que llevó a masacres y destrucción de comunidades enteras. Así mismo, la violencia desatada 

por Sendero Luminoso se vio incrementada por la formación del grupo subversivo denominado 

el movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). 

El grupo subversivo MRTA no desarrolló el mismo método de ataque a la población 

indefensa, como lo hizo el grupo Sendero Luminoso, por el contrario se caracterizó por realizar 

ataques de mayor trascendencia nacional, es decir ataques dirigidos a policías, militares, 

secuestros masivos, algunos civiles partidarios del gobierno y la toma de rehenes de relevancia 

nacional y política. 

En razón a la incapacidad del Estado peruano para detener el avance de la subversión, en 

1982 el gobierno aceptó la militarización del conflicto, abandonando sus fueros y prerrogativas 

para dejar la conducción de la lucha antisubversiva en manos de las Fuerzas Armadas. En razón 

a esto los militares pusieron en marcha una estrategia general de combate, la cual consistía en 

atacar las poblaciones donde estos grupos desarrollaban sus acciones subversivas, es decir no fue 

una estrategia selectiva sino represiva, donde nuevamente las principales víctimas fueron 

campesinos, motivo por el cual las “violaciones de los derechos humanos se convirtieron en una 

práctica generalizada y sistemática”. (Rubio, 2010, pág. 150) 

Según los casos reportados a la Comisión de la Verdad y la Reparación (CVR), los agentes 

del Estado, Comités de Autodefensa y paramilitares son responsables del 37.26% de muertos y 

desaparecidos. De estos, especialmente miembros de las fuerzas armadas escalaron la violencia 

iniciada por el PCP-SL, resultando responsables del 28.73% de muertos y desaparecidos 
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reportados a la CVR, pero así como los agentes del Estado, Comités de Autodefensa y 

paramilitares hicieron parte de la violencia, según el último informe realizado por la CVR se 

estima que el 54% de los asesinatos y desapariciones en el conflicto fueron perpetrados por el 

grupo subversivo Sendero Luminoso. 

Por otro lado, en las Fuerzas Militares predominó la estrategia de las acciones armadas no 

convencionales, lo que conllevó a un gran aumento en la cantidad de víctimas, el objetivo 

principal de las fuerzas armadas era disminuir el poder de los grupos subversivos y el objetivo 

principal de estos grupos era hacerse notar cada día más en el país como grupos fuertes y 

estables económica y militarmente. Como consecuencia de este enfrentamiento, las víctimas y 

las violaciones de Derechos Humanos aumentaron exponencialmente.  

En esta etapa de militarización se dieron los principales casos de violaciones masivas de 

Derechos Humanos, por parte de los grupos subversivos, como la masacre de “Lucana Marca”, 

ocurrida el 5 de abril de 1983. Ahora bien, respecto a algunas violaciones masivas por parte de  

las fuerzas del Estado según el informe de la CVR, en la masacre de Pucayacu, el 22 de agosto 

de 1984, efectivos de la Marina de Guerra del Perú llevaron a cabo la detención arbitraria de 50 

personas, 49 hombres y 1 mujer, cuyos cuerpos aparecieron enterrados en las Fosas comunes de 

Pucayacu, así mismo realizaron la desaparición de otros 57 pobladores cuyos familiares acusaron 

a  miembros de la misma institución.  

Teniendo en cuenta la fuerte escalada de violencia que se generó en el país, el gobierno 

peruano vio la necesidad de cambiar de estrategia frente al hecho de dejar exclusivamente en 

manos de las Fuerzas Armadas la solución del conflicto; para esta fecha el candidato presidencial 

Alan García Pérez ganó las elecciones y gobernó desde 1985 hasta 1990, “García inicialmente 

cambio de estrategia y afrontó el conflicto armado con ánimo conciliador, creando una comisión 
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de paz encargada de velar por los derechos humanos y mediar entre las Fuerzas Armadas y 

Sendero Luminoso” (Comisión de la Verdad y la Reparación, 2003, pág. 67). En los inicios de la 

comisión la violencia disminuyó levemente, pero con el transcurso del tiempo las dos partes 

continuaron con los abusos en sus acciones, lo que conllevó a la disolución de esta comisión el 7 

de julio de 1986.  

Después de este fallido intento de solución pacífica del conflicto por parte del gobierno se 

estancó la intención estatal de solucionar el conflicto, lo que conllevó a que Sendero Luminoso 

declarará su proyecto de no cesar en su lucha hasta la conquista del poder nacional, aterrorizando 

Lima con sus paros armados y sus sabotajes contra servicios públicos que afectaran a la 

población civil directamente, mientras que en las áreas rurales compartía actividades subversivas 

con el marxista Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). 

En el ámbito político el candidato presidencial Alberto Fujimori que hasta el momento no era 

una persona de trayectoria política empezó a tener fuerza en el país, con el lema de campaña 

enfocado en la honestidad, la tecnología y el trabajo, ofreciéndole al país la idea de renovar y 

moralizar las instituciones del Estado, teniendo en cuenta la gran corrupción de las mismas a la 

que estaba acostumbrado el pueblo peruano; otro punto destacable de la campaña presidencial de 

Fujimori fue la independencia política del partido al que pertenecía, creado por el mismo 

Fujimori con el nombre de Cambio 90 y del cual hacían parte personajes desconocidos en la 

política tradicional, este punto fue muy importante para que el pueblo peruano aceptara a 

Fujimori como el candidato presidencial que se acomodaba a las necesidades del país.  

Respecto a la política de gobierno de Alberto Fujimori, se puede decir que implementó 

estrategias neoliberales radicales, las cuales habían sido rechazadas por el partido político 

Cambio 90 (partido de la campaña presidencial). Es importante resaltar que económicamente 



59 
 

 

estas medidas mejoraron notablemente la situación del país. Así mismo, y en relación con los 

ataques que sufría Lima por parte de los grupos subversivos, Fujimori decretó el Estado de 

emergencia y por ende el ejército peruano y la policía patrullaban las calles de la ciudad, en esta 

época se estableció que más del 50% de la población peruana vivía bajo el Estado de 

emergencia, motivo por el cual las acciones del ejército y de la policía fueron cada vez más 

fuertes y contundentes. El 5 de abril de 1992, mediante el golpe de Estado (denominado 

autogolpe) sin tener en cuenta lo establecido en el orden constitucional, el gobierno de Fujimori 

promulgó una serie de disposiciones que endurecieron la legislación antiterrorista (DL 25475, 

25499, 25659, 25744) sin contemplar el respeto de garantías mínimas del debido proceso.  

Así mismo, se encargó de extender, a través de la promulgación de varios decretos ley, las 

prerrogativas militares, ampliando su poder en las zonas de emergencia y en la actividad 

contrasubversiva. Con esto, se amplió la discrecionalidad de las fuerzas del orden, en una 

evidente disminución de los controles democráticos de sus acciones contrasubversivas (Comisión 

de la Verdad y la Reparación, 2003, pág. 74). 

En este punto del conflicto, tanto las fuerzas armadas como los grupos subversivos habían 

obtenido un gran fortalecimiento económico y militar, lo que generó acciones fuertemente 

violentas; tal vez el vehemente asesinato de María Elena Moyano, por parte de Sendero 

Luminoso, quien fue una activista, luchadora a favor de los derechos de las mujeres, reconocida 

opositora de la violencia generada por las partes del conflicto y gran influencia en la oposición 

del pueblo frente al terror creado específicamente por este grupo, representó una situación límite 

de la crueldad en esta época. Igualmente, el aumento de los carros bombas en Lima obligó al 

grupo policial DINCOTE (Dirección Nacional Contra el Terrorismo) a efectuar importantes 

golpes a Sendero Luminoso con la captura de  altos dirigentes subversivos que constituyeron un 
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aporte fundamental para conseguir la derrota estratégica de la subversión y el terrorismo. Entre 

estos, se destacan la captura de Víctor Polay Campos y la de Abimael Guzmán Reinoso (jefe 

máximo de Sendero Luminoso), a raíz de esta importante captura Sedero Luminoso disminuyó 

notablemente en las acciones terroristas y fue evidente el vacío que dejó Abimael Guzmán 

Reinoso en la organización; por consiguiente este grupo fue expulsado de las tradicionales zonas 

de influencia en el país.  

A consecuencia del  evidente debilitamiento de Sendero Luminoso, en octubre de 1993 desde 

la prisión de la base naval del Callao y con la ayuda del gobierno de Fujimori, Abimael Guzmán 

propuso un acuerdo de paz el cual fue acogido por la mayoría de los integrantes del grupo 

subversivo aunque este apoyo del gobierno llegó hasta la aprobación de la constitución de 1993, 

después de la promulgación de la misma, el gobierno no buscó una solución pacífica real y 

tampoco le dio respuesta de fondo a las solicitudes de Abimael Guzmán. Por consiguiente, 

Sendero Luminoso se dividió, ya que un grupo de la dirigencia senderista rechazó la propuesta 

de paz de Abimael Guzmán y otro grupo lo apoyó cien por ciento, por lo tanto el debilitamiento 

del grupo aumento considerablemente. 

Con respecto al grupo subversivo Túpac Amaruk, este se encargó de continuar con las 

acciones militares en zonas tradicionales del conflicto, creando células urbanas de guerrilla, pero 

las divisiones internas y la gran ofensiva realizada por las fuerzas militares terminaron 

debilitando el grupo en gran manera. A causa del evidente debilitamiento de los dos grupos 

subversivos más grandes del Perú, el gobierno de Fujimori y las fuerzas militares en cabeza del 

general Hermosa Ríos establecieron la política de pacificación del país por medio del 

encarcelamiento masivo de subversivos en condiciones máximas de seguridad hasta el punto de 

marginar casi por su totalidad a estos grupos guerrilleros, lo que provocó un descenso de la 
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violencia política y por ende la supuesta derrota del terrorismo (según fuentes del gobierno), 

finalmente, y en el transcurso del polémico gobierno de Alberto Fujimori, se estableció un marco 

normativo que cambió el sistema de defensa nacional, la situación militar del país y estableció 

nuevos procedimientos y penas que violaron las garantías procesales dándole paso a la 

impunidad. Es importante resaltar que en el país aumentaron en gran proporción las denuncias  

en contra de las violaciones de los derechos humanos aunque el gobierno de Fujimori no asumió 

responsabilidades, optando por la descalificación de la legitimidad de los denunciantes y su 

permanente hostigamiento. 

4.1.2 Proceso de Paz en Perú 

Como consecuencia de la violenta situación en la que se encontraba Perú a inicios del 2000 y 

ya finalizando el segundo periodo de Alberto Fujimori, el gobierno nacional vio la necesidad de 

iniciar un proceso de paz y diálogo con estos grupos para terminar el conflicto armado y reiniciar 

la construcción de la sociedad peruana, que se había visto interrumpida en razón al conflicto 

armado interno. 

Así, en noviembre del 2000 se inició el mandato de Valentín Paniagua, el cual fue elegido 

por el congreso como presidente constitucional, siendo mandatario presidencial desde el 22 de 

noviembre del 2000 al 28 de julio de 2001, este corto periodo presidencial se caracterizó por ser 

transicional en el sentido de construir una nueva e interesante conciencia nacional respecto a los 

abusos del pasado y el mejoramiento del marco político con un respeto a los derechos humanos. 

En consecuencia de esto, Valentín Paniagua procedió a crear la Comisión de la Verdad y la 

Reparación (CVR) con el fin de establecer la naturaleza del proceso de paz iniciado y determinar 

las responsabilidades derivadas de las violaciones a los derechos humanos durante el conflicto 

armado (Mayo de 1980 hasta Noviembre de 2000). Una vez creada y constituida 
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permanentemente la CVR, el 28 de julio de 2001 fue elegido democráticamente Alejandro 

Toledo Manrique como presidente de la república, con el principal objetivo de mantener la CVR 

e impulsar el proceso de paz y reparación de víctimas en el país. Teniendo en cuenta este 

objetivo como primordial, la CVR fue ratificada y además ampliada de 7 a 12 magistrados, de 

los cuales 2 eran mujeres, lo que se podría tomar como una representación femenina en la CVR. 

Respecto a la CVR, es muy importante destacar esta entidad estatal, ya que fue la encargada  

de presentar un relevante informe14, en el cual “se analizan las causas y consecuencias del 

conflicto armado interno en Perú” (Comisión de la Verdad y la Reparación, 2003, pág. 35), y de 

este informe se desprenden todas las investigaciones respecto a la reparación integral en el Perú. 

En consecuencia se ahonda en la participación de las mujeres en el conflicto y post-conflicto 

con el fin de concluir si en Perú se implementaron programas de reparación integral de víctimas 

de género. Para entender este punto es importante resaltar que muchas mujeres hicieron parte 

activa del conflicto armado, siendo militantes de los grupos subversivos Sendero Luminoso y 

Movimiento Revolucionario Túpac Amaruk, motivo por el cual también fueron autoras de 

masacres, muertes, torturas, amenazas, entre otros. También se dio a través de la  participación 

de las mujeres en los Comité de Autodefensa y las rondas campesinas contrasubversivas (Rubio, 

2010, pág. 155). 

Este papel fundamental que desempeñó la mujer en el conflicto las obligó a modificar el 

típico rol femenino en un conflicto y hacerla parte activa e importante para la funcionalidad del 

grupo al que pertenecía. En este contexto, este cambio de funciones afectó de forma directa el 

desarrollo de la mujer como tal, llevando a la desintegración familiar y obligándola a tener un 

                                                 
14 Presentado al Gobierno en Agosto de 2003, (IFCVR) el cual consta de nueve tomos  y respecto a la reparación se refiere en el 
tomo noveno. 
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proceso de aprendizaje en relación con la generación de ingresos y roles productivo en función 

del conflicto, así la mujer paso de un plano familiar a un plano comunal. 

De otro lado, las mujeres no integrantes de estos grupos subversivos y de autodefensas  

crearon soluciones de carácter colectivo para los asuntos domésticos, de los cuales se ocupaban 

tradicionalmente, organizando clubes de madres, comedores populares, talleres productivos, 

guarderías, etc. Probablemente sin la intención de que así fuera, estos programas comunales 

llevaron a una inesperada integración social y un estado de paz en medio del conflicto, aunque 

también afectó el proyecto político de los grupos subversivos, por lo cual recibieron 

intimidaciones, amenazas, asesinatos de mujeres dirigentes y atentados contra las instalaciones 

de estos hogares comunitarios. La consecuencia de estas violaciones a mujeres y niños creó un 

sentimiento de rechazo hacia los grupos subversivos, otorgándole más credibilidad y respaldo a 

la función de la mujer. 

Así, las mujeres en su mayoría fueron las primeras en desarrollar  un papel de lucha contra la 

violencia y a favor de los derechos humanos, reclamando a sus familiares desaparecidos, 

luchando por la libertad de los presos, protegiendo a sus niños (todo esto sin dejar de recibir 

amenazas); las mujeres se encargaron de acercar a las ONG, a los medios de comunicación, a la 

comunidad internacional, enfrentando todo tipo de discriminación, racismo y violación posible y 

como consecuencia de esta lucha se desarrolló un movimiento que pugnara por los derechos de 

las mujeres. 

 Ahora, si bien es cierto que las mujeres peruanas enfrentaron la violencia, la discriminación 

y violaciones, no se debe dejar de lado que la sociedad peruana continuó con un sistema social de 

desigualdad de género, partiendo del punto de vista en el cual la mujer debería permanecer ligada 

al matrimonio y a su familia, y por ende la sociedad concluyó que este movimiento fue 
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exclusivamente en razón a la guerra que se llevaba a cabo en el país continuando con el 

recurrente machismo de la sociedad peruana.   

Además de estos obstáculos, a los que se enfrentaban las mujeres, surgió un problema 

específico en las mujeres indígenas pobres, la falta de documentos de identidad, vulnerando el 

derecho fundamental al voto y a la identificación y en consecuencia el acceso a la educación, 

salud, participación en programas sociales, al matrimonio y tal vez el que más nos interesa, la 

participación en los programas de reparación de víctimas del conflicto armado, y por ende 

incumpliendo con los principales objetivos de la justicia transicional la reparación integral de las 

víctimas (según el informe de la IFCVR el 40% de las mujeres pertenecían a grupos indígenas). 

4.1.3 Reparación a víctimas en Perú 

Respecto la normatividad desarrollada, el Marco Programático de la Acción del Estado, la 

Programación Multianual, y la Ley que Crea el Plan Integral de Reparaciones, el cual se elaboró 

sin la interlocución de la sociedad civil, sin la participación de las diferentes ONG y sin la 

inclusión de las organizaciones de víctimas de carácter feminista, no consideró una perspectiva 

de víctimas de género (Congreso de la República, 2005). Sin embargo, no se puede dejar de lado 

el hecho de que este marco normativo incluyó la violación como un delito derivado del conflicto. 

Así mismo, en el intento de incluir una reparación de género, la CVR realizó un estudio detallado 

de los crímenes y violaciones a los DDHH de las mujeres, dedicando una sección especial del 

informe a la violencia sexual contra la mujer en el conflicto armado, destacando la tortura, los 

tratos crueles, inhumanos o degradantes y la violación, pero al incluir estos delitos de forma tan 

general en el término ¨violación¨ en vez del término ¨violencia de género¨ no fue posible incluir 

entre los delitos causantes de reparación otras formas de violencia específicas hacia la mujer 

como resultado del conflicto armado y al haber estos conceptos erróneos o, más bien, 
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incompletos, tampoco se reflejó la complejidad de los crímenes y daños secundarios 

experimentados por niñas y mujeres. 

A pesar de la discriminación hacia las mujeres que conllevó en parte a la no reparación 

integral de todas las mujeres víctimas sino de algunas nada más, la CVR estableció que las 

mujeres deberían tener acceso total a las medidas propuestas y a los programas de reparación, 

pero ni en los beneficios colectivos ni en los beneficios individuales se estableció alguna medida 

de reparación exclusivamente diseñada para la mujer, ya que los programas mencionados 

anteriormente no precisan el género del sujeto beneficiario. Es importante resaltar que en el 

único programa donde se diferencia el sexo es en el programa de reparaciones de salud, ya que la 

CVR tuvo en cuenta que los daños físicos causados a las mujeres conllevan mayores 

consecuencias que los daños físicos causados a los hombres. 

En el programa de reparaciones colectivas se especifica que a las mujeres se les debe dar  un 

tratamiento preferencial sin describir a fondo otro aspecto en relación al género, mientras que por 

otro lado se enfocó en la consolidación de las entidades defensoras de derechos humanos 

tradicionales, dejando de un lado las organizaciones de mujeres que tuvieron una gran 

participación de carácter humanitario en el conflicto armando, lo que evidenció cómo la CVR no 

le prestó tanta importancia a el papel desempeñado por las mismas en el conflicto. Así mismo, en 

el programa de reparaciones económicas se tuvo en cuenta la gravedad de las violaciones y de 

sus consecuencias para ¨indemnizar¨ a las víctimas, entre las cuales se tuvo como prioridad la 

muerte y las desapariciones, seguidas por la discapacidad y, por último, la violación sexual, 

demostrando que no se tuvo en cuenta las consecuencias que puede tener una violación sexual 

sobre el estatus social de la víctima, el rechazo por parte de los esposos, la dificultad para casarse 

y la estigmatización a la que se somete la víctima por parte de la sociedad, más aún, teniendo en 



66 
 

 

cuenta la sociedad indígena peruana de fuertes raíces machistas y en razón a esta poca 

importancia que inconsciente e injustificadamente la CVR le dio al acto de la violación sexual en 

sí mismo, por lo que se recomendó al gobierno otorgarle una indemnización, mas no una pensión 

a las víctimas, dejando en evidencia la discriminación de género que se dio en el proceso 

peruano. 

A pesar de la poca importancia que la CVR le prestó a la reparación de género, hubo otros 

programas que inconscientemente beneficiaron a las mujeres. Este es el caso del programa de 

restitución de derechos civiles, ya que este se enfocó en la restitución del derecho a la identidad 

con la expedición de documentos en el tiempo oportuno, así como la formulación de 

declaraciones oficiales de desapariciones, permitiendo a las mujeres formalizar nuevas 

relaciones, heredar, tener títulos de propiedades, etc. Así mismo, si se cumple la sugerencia de la 

CVR mediante la cual las mujeres debían tener acceso a todos los programas  teniendo en cuenta 

no solamente el género sino también el aspecto étnico, se acortaría la brecha de género existente, 

permitiendo a las mujeres crecer de la misma forma en que avanza la sociedad. 

A manera de conclusión, respecto a los avances que Perú tuvo en materia de reparación de 

género, es importante destacar que la CVR reguló la violencia sexual como un delito que debía 

ser reparado de manera especial, integrando otros tipos de violencia de género en el conflicto 

armado, es posible que se haya quedado corta en el tema de la reparación integral de estos 

delitos, pero teniendo en cuanta el contexto peruano y esa sociedad tan machista fue un gran 

avance. Otro aspecto fue la falta de capacitación en el enfoque de género a los funcionarios 

institucionales, sin contar siquiera con un experto en materia de género (PNUD Colombia, 2007), 

lo que lógicamente omitió aspectos fundamentales dirigidos a las mujeres víctimas. 
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4.2 Guatemala 

La historia del país muestra que el racismo y la subordinación que se originaron con la 

invasión española se han mantenido hasta la fecha. “El Estado colonial primero y el Estado 

Republicano después, controlado por criollos, por una élite ladina, se instituyeron sobre una 

sociedad en la que el pueblo maya fue la principal víctima de esta brecha” (UNOPS, 1999). 

La realidad histórica de Guatemala se ha caracterizado por un sistema económico que ha 

privilegiado a ciertas regiones y poblaciones en detrimento de otras, con una alta concentración 

de tierra y capital en manos de la oligarquía, en razón al fuerte racismo político y social en este 

país “la violencia fue dirigida fundamentalmente desde el Estado, en contra de los excluidos, los 

pobres y, sobre  todo, la población maya” (Comisión de Acuerdos de paz de la URNG, S.f). 

Desde el punto de vista de la violencia, Guatemala tiene más similitud histórica con 

Colombia, teniendo en cuenta que después del conflicto armado Colombiano, el conflicto 

Guatemalteco fue el más antiguo de América, el cual se desarrolló de forma parecida, con 

surgimientos de diferentes grupos guerrilleros y grupos paramilitares, y con una clase política 

similar, hasta el punto de existir los dos mismos partidos tradicionales que todavía existen en 

Colombia, los conservadores y los liberales y, tal cual como se dio en Colombia, estos dos 

partidos formaban parte de una clase política dominante.  

Los conservadores representaban a la oligarquía tradicional, 

oscurantista y sin ambiciones de modernización. Era el sector más 

reaccionario de la clase dominante, en una alianza explicita con la 

iglesia católica y de otro lado los liberales eran el “hermano pobre” de 

la clase dominante, eran un sector en ascenso, más ilustrado y 

modernista, que deseaba imponer una cierta postura de cuño laicista en 
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la sociedad (Instituto de Estudios Políticos para América Latina y África, 

1980, pág. 52). 

Siendo así, el partido conservador se mantuvo en el poder durante más de treinta años, pero 

su hegemónico poder se empezó a ver afectado por el cambio de las situaciones, como la grave 

situación económica, el crecimiento del partido liberal y el descontento popular por las 

condiciones en las que vivían, con lo cual, en 1871 las fuerzas liberales se toman el poder con un 

gran apoyo militar, surgiendo la  denominada “Reforma Liberal de 1871”. 

Esta supuesta reforma lo que logró fue que el poder político, económico y militar cambiara 

de bando, mas no realizó cambios que influyeran benéficamente a la sociedad guatemalteca, “la 

Reforma liberal dio lugar a una acelerada concentración agraria en manos de los terratenientes 

lograda por la vía de la expropiación a los indígenas así como la privatización de la tierra de 

propiedad pública” (Aguilera, Figueroa, Ruano, Taracena, & Tischler, 2012, pág. 30), por lo 

cual, el poder exagerado que ejercían los grandes terratenientes, que principalmente eran 

industriales cafeteros, conllevó a que los indígenas y campesinos fueran tratados como esclavos, 

aumentando la brecha social y económica en el país y por ende el descontento del pueblo 

guatemalteco. 

En razón a la fuerte descendencia directa del pueblo guatemalteco de los mayas, estos  

grandes terratenientes se aprovecharon del analfabetismo y la falta de educación que se 

evidenciaba en la sociedad en general, obligándolos a trabajar en condiciones mínimas de 

garantías laborales, con un  salario desproporcional a las largas jornadas laborales aumentando la 

brecha de desigualdad en la sociedad; esta situación se sumó a la falta de apoyo estatal y a la 

falta de control constitucional a las Fuerzas Militares guatemaltecas. Por lo cual, el proyecto 

liberal que se dio en Guatemala fue visto por el pueblo como otro poder político que terminó 
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conformando una nueva élite política, que no pertenecía tradicionalmente a la oligarquía como 

los conservadores, pero que se acomodó en esta en función de intereses personales de mejorar 

sus posiciones económicas y de poder en el país. Como lo nombra Gálvez Borrell (2008) el 

liberalismo criollo  “fue una selección arbitraria de los principios que legitimaban y convenían al 

nuevo gobernante” (p.26). En este contexto, Juan Jacobo Árbenz Guzmán fue uno de los 

principales gestores de este proyecto liberal convirtiéndose en  presidente de Guatemala a través 

del voto popular y gestor de la denominada revolución de 1944. De ahí, en el período de 1944 -

1954, se desarrolló un movimiento, extraño y anormal en un país donde la tiranía era la 

constancia en la política nacional, en el cual se intentó cambiar y mejorar las condiciones de vida 

de los trabajadores, de los  indígenas y los campesinos, que eran la mayoría de la población; todo 

esto, a través de una nueva constitución política, de un código de trabajo, de la creación del 

Instituto Guatemalteco de Seguridad Social, entre otras cosas, evidenciando pequeños avances en 

una democracia más efectiva. Pero estos cambios no fueron vistos de la mejor manera en el 

plano internacional, en razón a la guerra que se estaba llevando en contra del comunismo como 

consecuencia de la Guerra Fría, por lo cual el gobierno de Juan Jacobo Árbenz Guzmán fue 

tachado de comunista. Así, el General Carlos Castillo Armas se toma el poder mediante la 

fuerza. 

(…) el mando militar no quiso combatir; se sumó a la conspiración 

contra Árbenz y en sus filas cundió la desmoralización. Los rebeldes 

tomaron el 24 de junio la ciudad de Chiquimula y ahí proclamaron el 

Gobierno Provisional de Guatemala, con el teniente coronel Carlos 

Castillo Armas a la cabeza, en su calidad de Comandante en Jefe del 

Ejército de Liberación Nacional, que era el brazo armado de un 
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movimiento más amplio. Tres días después Árbenz pronunció por la 

radio su discurso de renuncia de la Presidencia, y el 3 de julio asumió el 

control del gobierno una junta de cinco militares encabezada por 

Castillo Armas. (Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de 

Guatemala, 1998). 

4.2.1 Contextualización del conflicto en Guatemala 

En esta época empezaron a empeorar las condiciones en Guatemala, teniendo en cuenta la 

evidente polarización de la política en contra del comunismo y por ende de toda corriente que 

fuera vinculada a esos ideales políticos, creándose el Comité Nacional contra el Comunismo, con 

las  facultades de ordenar detenciones de cualquier persona, arrojando como resultados 12,000 

personas arrestadas  y exiliados unos 2,000 dirigentes sindicales y políticos. 

Inmediatamente se instauró de nuevo un eficaz aparato represivo, para lo cual fueron 

captados elementos de la antigua policía secreta del dictador Jorge Ubico. Con la ayuda de la 

CIA fue creado el comité nacional contra el comunismo (Martínez de León, 1995). 

A raíz de lo anterior, nació una persecución abierta en contra de sindicatos, partidos y 

organizaciones que tuvieran alguna relación con las ideologías de tendencia comunista. Por lo 

anterior, la idea de formar movimientos revolucionarios empezó a tomar cada día más fuerza  y 

las huelgas por parte de estudiantes profesionales y profesores aumentaron considerablemente,  y 

de la mano de la iglesia católica (de gran fuerza e  importancia política y social en ese país) y su 

discurso de un Dios Libertador (Yates & Sigel, 1983), sumado a la gran represión que ejercían 

las fuerzas estatales (principalmente el ejército) contra el pueblo y generalmente contra los 

sindicatos laborales aumentó el inconformismo en la sociedad pobre del país, acompañados del  

levantamiento de militares que estaban en contra del gobierno (es decir apoyaban algunos 
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partidos de ideologías izquierdistas), aspecto que no ha sido común en los conflictos de milicias 

revolucionarias, se da el nacimiento de las guerrillas armadas en Guatemala, el Movimiento 

Revolucionario 13 de Noviembre (MR-13)  y las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR). 

Esos fuertes grupos guerrilleros adoptaron la teoría guevarista del foquismo y empezaron a 

construir su base social en las comunidades campesinas no indígenas del oriente del país. 

Después de 1966, el ejército guatemalteco, asesorado por militares norteamericanos, lanzó su 

primera campaña contrainsurgente contra las FAR, que arrojó unos 8.000 muertos, la mayoría de 

ellos civiles. Sin embargo, la guerrilla sobrevivió a esta primera derrota y se formaron nuevas 

organizaciones.  

En los años setenta se hizo pública la existencia del Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP) 

y la Organización del Pueblo en Armas (ORPA). El EGP, el grupo más numeroso, tuvo su base 

de apoyo en Huehuetenango, que de la mano con el Partido Guatemalteco del Trabajo (PGT) 

tenían como objetivo principal obtener el poder político por medio de las armas y contrarrestar la 

fuerte represión a la que se veía sometida el pueblo por parte del ejército, principalmente los 

indígenas (Wordpress, 2012).  Esta situación de conflicto armado interno en Guatemala, en la 

cual las fuerzas militares del Estado tenían como único objetivo combatir los movimientos 

guerrilleros y  “todos los recursos, todo el diseño de las políticas fueron contrainsurgentes. Todo 

el sistema del Estado, su aparato de gobierno, estuvo en función de acabar con la guerrilla y 

con cualquiera que pudiera ser colaborador o simpatizante” (Humanas Colombia, 2009, pág. 

62),  y del otro lado las guerrillas realizaban supuestos ataques a su enemigo, el ejército, pero 

afectando directamente a la población civil y a las fuerzas militares con el objetivo de lograr el 

poder político. Así, el conflicto armado se prolongó hasta 1996, cuando se firmaron los acuerdos 

de paz. “Este conflicto dejo aproximadamente 200.000 personas muertas, 50.000 desaparecidos, 
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1 millón de desplazados internos, 100.000 refugiados y 200.000 niños huérfanos” (Rubio, 2010, 

pág. 103). 

A diferencia de los grupos guerrilleros en Perú y, en mayor cantidad que en los grupos 

guerrilleros Colombianos, las mujeres participaron de manera activa y en gran número en estos 

grupos guerrilleros, “la naturaleza de la mujer fue empleada para tareas clandestinas”, además 

de participar en el conflicto “suministrando apoyo logístico, transportando documentos ocultos 

bajo su ropa o dentro de su cabello trenzado” (Rubio, 2010, pág. 105), y como resultado de 

esto aproximadamente una cuarta parte de las fuerzas guerrilleras estaba compuesta por 

mujeres. 

Como consecuencia de la amplia participación activa y evidente de mujeres en estos grupos 

guerrilleros, se cometieron delitos por parte de las guerrillas y de las fuerzas estatales hacia las 

mujeres en gran cantidad, en comparación con los conflictos guerrilleros de Perú y Colombia, 

tales como, ejecuciones extrajudiciales, arrestos ilegales, desapariciones, torturas, 

desplazamiento interno, y los directamente cometidos por el hecho de ser mujer, violación, 

esclavitud sexual, trabajos forzados y uniones forzadas con captores y las consecuencias de estos 

como embarazos no deseados, pérdida de capacidad reproductiva, viudez y aislamiento por haber 

sido víctimas de abusos sexuales, “siendo característicos estos delitos por ser cometidos con la 

intención de expresar dominio, de castigar, de sacar información y por supuesto de generar terror” 

(Humanas Colombia, 2009, pág. 62), situación que se mantuvo hasta finales de 1985, cuando el 

presidente Marco Vinicio Cerezo apoya la creación de la nueva constitución de Guatemala y esta 

propuesta es aprobada por el congreso, donde además se  inician los diálogos de paz con los 

grupos guerrilleros, los cuales duraron 9 años en materializarse. 
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En medio de estos diálogos y con apoyo e intervención de la iglesia católica fue creada la 

Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala (ODHAG), la cual fue diseñada 

con el fin de promover y proteger los DDHH de las personas que ven (por que actualmente está 

en funcionamiento) amenazada su vida, libertad e integridad, en especial las afectadas durante, 

después y en ocasión al conflicto armado. Siendo así, y en razón a estas condiciones favorables 

de paz, en 1996 el nuevo presidente Álvaro Arzú Irigoyen y la URNG acompañados por la ONU 

firmaron los denominados “Acuerdos de Paz Firme y Duradera”. 

4.2.2 Reparación a Víctimas en Guatemala 

Como resultado de este proceso de paz se creó la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 

(CEH), con el objetivo de informar las violaciones a los derechos humanos relacionadas con el 

conflicto, de forma imparcial, equitativa y objetivamente y de la mano de la ODHAG fueron 

presentados dos informes, el primero, Guatemala: Nunca más en 1998 (ODHAG) y el segundo 

Guatemala: Memoria del Silencio en 1999 (CEH); éstos informes son relevantes porque hacen 

énfasis en la violencia de género y principalmente el informe presentado por la ODHAG cubrió 

las distintas formas de violencia sexual sufridas por las mujeres y la forma en que enfrentaron 

esta violencia, lo que fue de gran relevancia en la reparación integral de la mujer porque conllevó 

a la creación del primer Tribunal de Conciencia de las Mujeres, con el fin de recopilar 

testimonios de mujeres que sufrieron diferentes tipos de violencia  y así darle mayor importancia 

y visibilidad a estos casos a nivel nacional. 

Respecto a la normatividad y los programas desarrollados por el Estado, aparte del Tribunal 

de Conciencia de las Mujeres (el cual fue de vital importancia en la reparación integral de las 

víctimas de género) en 2002, se presentó el proyecto de ley de reparación al presidente Alfonso 

Portillo, el cual nombró una comisión de verificación de la ONU, en Guatemala, con el fin de 
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mediar en la aprobación de este proyecto, siendo aprobado hasta el 7 de mayo de 2003 en razón a 

la falta de interés político. 

Es relevante destacar el Plan Nacional de Desarrollo, el cual ha sido modificado varias veces 

por decretos nacionales (éstos han subsanado las falencias del PND), en la orientación sobre la 

naturaleza diferenciada por género, y en el cual obligan al Estado a reparar las violaciones 

sexuales y las violación contra la niñez, aclarando que hay violaciones a mujeres que no están en 

el PNR y deben ser incorporadas a este a través de la Comisión Nacional de Reparación (CNR).  

Un aspecto preocupante y negativo en el post-conflicto en Guatemala es la falta de interés 

político y Estatal de iniciar las reparaciones integrales de las víctimas, a pesar de que el Gobierno 

Guatemalteco tiene un presupuesto anual de US$ 37.5 millones, para las reparaciones durante los 

13 años siguientes (es decir de 2005 a 2018), lo que es evidencia de un interés y actuar benéfico 

para las víctimas. A la fecha, no se ha iniciado el proceso de reparación como tal, lo que lleva a 

concluir que, la existencia de una regulación legal de la reparación de víctimas no es certeza de 

su efectiva reparación integral.  
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Capítulo 5. Cualidades y defectos de los programas de reparación a víctimas de género del 

conflicto armado en Colombia 

 

Teniendo en cuenta la descripción realizada en los capítulos anteriores de los procesos de 

paz, los programas de reparación a víctimas y los proyectos de reparación de género a víctimas 

del conflicto armado en Perú, Guatemala y Colombia, en el presente capítulo se realiza un crítica 

a los programas de reparación a víctimas en Colombia, su aplicabilidad y se mencionan los 

aspectos que posiblemente puedan aplicarse o no en Colombia teniendo en cuenta la experiencia 

en Perú y Guatemala. 

Con respecto a Perú, es importante resaltar que la CVR (Comisión de la Verdad y la 

Reparación, 2003), realizó un esfuerzo por salirse del esquema básico o tradicional, de establecer 

la violencia sexual como el único delito que afectaba a la mujer en un conflicto armado, y por 

ende la única reparación “adicional” que debían recibir las mujeres, sino que también estableció 

y reguló otros delitos de género que debían ser penalizados y regulados en el PIR (Plan Integral 

de Reparación), aspecto que es muy importante, teniendo en cuenta los fuertes antecedentes de 

machismo que habían y todavía hoy en día hay en Perú.   

También la regulación legal y la normatividad establecida en Perú le han dado fortaleza y 

estabilidad a los planes de reparación de género además de la  gran importancia y relevancia que 

el gobierno y la sociedad peruana le ha otorgado a las ONG y a las organizaciones de mujeres 

creando un ambiente de “obligatoriedad de resarcimiento” a las mujeres. 

Con respecto a los aspectos negativos, es evidente que faltó un mejor plan de 

implementación de reparación de género, teniendo en cuenta que el gobierno no creó un equipo 
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con enfoque específicamente de género que ayudara a incorporar bases conceptuales en la 

reparación integral de género y que regulara de forma efectiva los delitos en contrala mujer, lo 

cual resultó en impunidad para los víctimarios y falta de reparación para las víctimas, teniendo 

en cuenta que los diferentes tipos de violencia que sufrió la mujer fueron muchos; este aspecto 

fue el punto más débil en el programa de reparación de género en Perú. 

Respecto a Guatemala es importante resaltar la participación de la mujer en el proceso de 

paz, en la firma del acuerdo y la creación de Plan Nacional de Reparación (PNR), lo que llevó a 

que se evidenciara la dimensión de las violaciones de derechos humanos cometidas en el 

conflicto armado en razón del género y por otro lado la intención del Estado Guatemalteco de 

otorgar un reconocimiento público de la verdad respecto a la  violencia contra las  mujeres, como 

parte activa del conflicto y como víctimas del mismo, lo que evidentemente es una de las bases y 

objetivos de la reparación integral de género. 

De otro lado el reconocimiento de la violación y la violencia sexual como delitos a reparar 

fue un avance en la reparación de género, pero igualmente como sucedió en Perú, el programa de 

reparación debió estudiar y regular otras formas de violencia que victimizan de la misma forma y 

algunas veces en mayor escala a la mujer.  

Un aspecto a resaltar muy importante fue la creación del Tribunal de Conciencia de las 

Mujeres el cual evidentemente le dio gran importancia a las experiencias vividas de las mujeres 

como víctimas del conflicto, pero le restó importancia al enfoque de género en la realización del 

PNR. Con respecto a los aspectos negativos de la reparación integral de género es muy relevante 

el hecho que en Guatemala no se haya hecho énfasis en las víctimas de género, porque tal vez de 

forma inconsciente, al ver la masiva participación de las mujeres en la creación e 

implementación del PNR no nació la necesidad de realizar un estudio de género serio y, por 
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ende, no hubo ninguna comisión con enfoque de género en el proceso de paz, a pesar de la 

redacción y aprobación del PNR. Con respecto a la aplicación del PNR, la falta de interés 

político por aprobar e iniciar el plan de reparaciones, afectó directamente a las víctimas y 

lógicamente a las mujeres, y esta displicencia llevó a la ausencia de una regulación legal seria en 

temas de reparación y resarcimiento de derecho.  

Como último punto, en Guatemala no se establecieron garantías por parte del Estado para 

impedir que los crímenes vuelvan a cometerse, es decir, que era necesario fortalecer la 

institucionalidad de las entidades encargadas de darle curso al programa nacional de reparación, 

con el fin de lograr un juicio, un castigo o una reparación integral a la víctimas y en específico a 

las mujeres, lo que se tradujo en impunidad de los víctimarios. 

Con respecto a Colombia, tal vez por el número de guerrillas, por el extenso tiempo que lleva 

el conflicto, por la cantidad numérica de desplazados y por la conformación de grupos 

paramilitares que abarcaron gran parte del país y del conflicto, la regulación normativa respecto 

a la reparación es mucho más amplia y concreta, y el gobierno colombiano se ha preocupado por 

establecer en la ley la obligación que tiene de reparar a las víctimas del conflicto aun cuando este 

se mantiene vigente. En esta regulación es evidente que se ha buscado que la mujer se encuentre 

en los planes de reparación y como se evidencia en el documento CONPES 3784 DNP de 2013 

(que es el acto administrativo más específico en cuanto a la reparación de víctimas de género), se 

busca orientar al gobierno, a los departamentos, a las entidades administrativas, a los 

funcionarios públicos y, en general, a la sociedad, de enfocarse en el reconocimiento de la 

necesidad de reparar a las víctimas de género, para llegar a una reparación integral y real de 

víctimas. De otro lado, la creación de la consejería presidencial para la equidad de la mujer es de 
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gran relevancia, ya que es una institución estatal que busca el efectivo acercamiento de los 

derechos de las mujeres y le da una estabilidad estatal a los reclamos de las mujeres. 

Si bien es cierto que en materia de regulación legal de la reparación a víctimas Colombia ha 

avanzado sustancialmente y que hay documentación respecto a la reparación de género, y que se 

han dado varios procesos de paz que llegaron a un supuesto éxito, es evidente que ha habido 

impunidad en la reparación de víctimas y mucho más en la reparación de género; esto se puede 

evidenciar en los dos principales procesos de paz que se han dado en Colombia, el primero, el 

proceso de paz con el M-19, el cual llego a su “fin deseado”, y se firmó por parte de los actores 

del conflicto, pero en ningún lado se estableció un programa de reparación a víctimas, en este 

proceso lo que se buscó fue finalizar el conflicto armado, pero no se pensó más allá de esto, no 

hubo ningún plan que tuviera la intención de reparar a las víctimas y mucho menos a las mujeres, 

por lo cual haciendo una comparación con Perú y Guatemala para esa época Colombia fue un 

ejemplo literal de impunidad. 

De otro lado, y mucho más reciente, se encuentra el proceso de desmovilización de los 

grupos de autodefensa llevado a cabo en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, en el cual si hubo 

un plan de reparación víctimas, se creó la ley 975/2005, hubo un plan de restitución de tierras, 

pero la aplicabilidad de estos programas no fue visible y tangible para las víctimas colombianas, 

siendo así, dónde queda la reparación de víctimas de género. Aún más grave, si hubo un proceso 

de paz, si existen programas de reparación, pero no hay un programa estatal que sea dirigido 

exclusivamente a las víctimas de género del conflicto. 

Tenido en cuenta lo anterior es indudable que en los procesos de paz de Perú, Guatemala y 

Colombia la falta de aplicabilidad de los programas de reparación de víctimas ha llevado a la 

impunidad y por ende no se ha tenido en cuenta la reparación integral y eficaz a las víctimas de 
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género de los conflictos armados, además de la  falta de  creación de programas y entidades (de 

carácter Público) que tengan como fin principal la reparación a las víctimas de género.  

Con respecto a los aspectos positivos, la regulación de los delitos en contra de la mujer en 

ocasión al conflicto ha sido evidente, lo cual creó la necesidad de reparar de forma diferente a las 

mujeres víctimas de estos delitos regulados, llegando al mismo punto anterior, la falta de 

aplicabilidad de las normas y programas de reparación. Finalmente, y en conclusión,  hay cuatro 

aspectos concretos que pueden ser aplicados en Colombia para un futuro programa de reparación 

integral a víctimas de género del conflicto armado: 

Como se evidenció en el informe presentado por la CVR en Perú, la necesidad de la 

existencia de un grupo enfocado exclusivamente en la reparación de género, compuesto por 

funcionarios que hayan sido capacitados en la reparación a víctimas de género, si se quiere por la 

ONU (que es el organismo internacional más capacitado en este tema), es de vital importancia 

para hacer efectivo un programa de reparación integral a víctimas.  

Del proceso de Guatemala que se puede aplicar en Colombia de forma tangible, es la 

creación de un tribunal o comité de la naturaleza del  Tribunal de Conciencia de las Mujeres, con 

el fin de  hacer evidente y pública la necesidad de reparar a las mujeres víctimas de las diferentes 

formas de violencia ejercidas en el conflicto armado. 

De otro lado, y como fue evidente en Guatemala, es fundamental la participación activa de 

las mujeres en los diálogos de paz, en la redacción del plan de reparación a víctimas, y en la 

firma de los acuerdos de paz es fundamental, con el fin de evidenciar que en Colombia la 

equidad de género es real y no solo está regulada en las normas. Finalmente, y como patrón en 

común de los  tres países, la falta de seguimiento y continuidad a los programas de reparación, 

hace imperante crear una entidad estatal que se encargue de supervisar y vigilar la efectiva 
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aplicabilidad de los programas  futuros de reparación a mujeres víctimas del conflicto para evitar 

la impunidad que fue evidente en los procesos de paz mencionados en el presente trabajo. 
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6 Conclusiones 

Teniendo en cuenta que se ha estudiado en los tres países el contexto histórico, el desarrollo 

del conflicto, el proceso de paz, los procesos de reparación a víctimas y el enfoque de género en 

estos procesos, es necesario sintetizar qué medidas se deben tomar, qué programas deben 

continuar  y cuál es el camino que Colombia debe seguir para no caer en los errores del pasado y 

en las falencias que se dieron en Perú y Guatemala.  

Por lo tanto, es primordial que la fortaleza de las instituciones estatales sea la base de los 

programas de reparación a víctimas de género, de la mano de la estabilidad de las mismas, es 

decir, que permanezcan en el tiempo sin importar el cambio de condiciones en su administración. 

A manera de ejemplo, se tomó el Tribunal de Conciencia de Mujeres creado en Guatemala; 

esta institución que fue de gran importancia en este país, cumplió con su objetivo, pero no se 

mantuvo con el transcurso del tiempo, lo que conllevó a la reincidencia en delitos en contra de la 

mujer. Pero esta estabilidad institucional depende en gran medida de otra falencia que fue 

evidente en el desarrollo del trabajo, la falta de voluntad política; es imperativo que en el aspecto 

de género del programa de reparación a víctimas, se establezca que, independientemente del 

gobierno de turno en Colombia, debe ser una política de Estado, si se puede, casi una obligación 

la voluntad política para el mantenimiento de estos programas y entidades. 

Impunity Watch, en un informe entregado en Noviembre de 2013, dio a conocer la situación 

referente a la reparación de víctimas de delitos sexuales exponiendo que el proyecto de 

presupuesto general de ingreso y egreso del Estado (Naciones Unidas, 2013), para el ejercicio 

fiscal al Congreso de Guatemala, no tenía asignado ningún lugar para el Programa Nacional de 

Resarcimiento, lo que debilitaría enormemente la reparación a víctimas; y la respuesta del 

gobierno, se basó en que el programa de reparación a víctimas tenía vigencia hasta el 2012, 
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argumento que fue válido y legal, pero que afectó a muchas víctimas que todavía dependían de 

este programa.15 

De la mano de esto, es necesario que, con una visión enfocada en el futuro, no se  establezca 

el presupuesto para los programas de reparación a corto o mediano plazo, es decir, que las 

políticas del gobierno deben basarse en la esencia de la reparación de género; en el 

entendimiento de que la reparación integral hacia la mujer, es un proceso largo y lento, que 

requiere de una permanente inversión económica, teniendo en cuenta que en Colombia se lleva  

medio siglo de conflicto y así de victimización de la mujer colombiana. 

Una vez fijadas estas bases, debe trabajarse un aspecto que no se tuvo en cuenta en los 

procesos de paz mencionados, la prevención de los delitos violentos en contra de la mujer, esto 

es, porque en el supuesto que se lleve a cabo un buen proceso de paz y se desarrolle un programa 

de reparación a víctimas con enfoque de género (que es lo ideal) en razón al conflicto armado, se 

debe priorizar el hecho de que los actores del conflicto “en su retorno a la sociedad” 

posiblemente continúen cometiendo delitos violentos hacia la mujer, por lo cual la prevención 

social y sicológica por parte del Estado hacia estos actores en el campo y en la ciudad,  debe ser 

prioritaria con el fin de evitar la continuidad de ese machismo natural del conflicto. 

Si estos aspectos fundamentales mencionados anteriormente se cumplen, es necesario que la 

rama judicial mejore la capacidad de juzgamiento, es decir la celeridad procesal debe ser 

evidente para las víctimas, con procesos rápidos y efectivos, por que como sucedió en Perú, 

muchas víctimas preferían no acudir a las instancias judiciales por la demora procesal y el 

desgaste que generaba iniciar un proceso de reparación; esto se transformó en impunidad e 

inequidad para las víctimas. Teniendo en cuenta lo anterior y a manera de conclusión personal, la 

                                                 
15 Ver: La financiación del mecanismo estatal de reparación. (Naciones Unidas, 2013, pág. 74) 
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creación de juzgados especializados en justicia transicional y reparación a víctimas puede ser una 

solución viable, con el fin de no congestionar aún más los juzgados penales y terminar los 

procesos en un tiempo necesario. 

Con respecto a la clasificación de las mujeres como víctimas, los requisitos formales deben 

ser menos exigentes, en el sentido del cumplimiento de muchas formalidades para catalogar a 

una mujer como víctima del conflicto armado, es decir, no seguir el ejemplo peruano en este 

aspecto, ya que gran parte de las mujeres víctimas en Colombia, como en Perú, son campesinas e 

indígenas y exigirles documentos como el registro civil de nacimiento o títulos de propiedades de 

las cuales fueron despojadas, entre otros, son casi imposible de conseguir para ellas, por lo tanto 

siendo víctimas no podrían acceder a las reparaciones; es más pertinente no establecer un listado 

exegético de documentos, sino darle la facultad a la víctima de presentar los documentos que 

tenga en su poder y ser validados posteriormente por el funcionario capacitado para tal fin; así y 

una vez catalogada la persona como víctima del conflicto, debe crearse un registro nacional de 

mujeres víctimas del conflicto, pero no cuando se hagan titulares de los beneficios de la 

reparación, sino en el momento en que la persona haga la solicitud, ya que puede ser aprobada o 

rechazada, o puede ser beneficiaria de algunos programas, sin dejar de ser víctima, esto porque si 

solo se cuentan como víctimas a las mujeres que reciben los beneficios completos, se tendrá 

incompleta la información respecto a la cantidad de víctimas de género que deja el conflicto 

armado.  

 Con respecto a la clasificación de las mujeres como víctimas, si bien es cierto que los grupos 

guerrilleros tienen en sus filas mujeres que voluntariamente han ingresado, también es cierto que 

hay muchas niñas, adolescentes y mujeres, sobre todo rurales, que se han visto forzadas a entrar 

a estos grupos ilegales, por lo cual no se puede marginar a las mujeres pertenecientes a estos 
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grupos subversivos de la victimización en razón al género, esto no quiere decir que no se juzguen 

por los delitos cometidos, pero también pueden acceder al derecho de la preparación de género, 

incluso si se encuentran en pena privativa de la libertad, en donde según este concepto, partiendo 

del error cometido en Perú, en el plan de reparación a víctimas excluyó totalmente a las mujeres 

pertenecientes a los grupos subversivos, sin realizar ningún tipo de análisis del contexto en el que 

vivieron estas mujeres. 

En conclusión y tal vez el punto que menos atención ha tenido en Colombia, Perú y 

Guatemala, es el trabajo con la sociedad en general (que no se encuentra catalogada como 

víctima del conflicto armando) en relación al respeto que se debe tener hacia las víctimas y, en 

específico, hacia las mujeres víctimas del conflicto armado, teniendo en cuenta que el principal 

objetivo de un plan de reparación integral de género es intentar resarcir el daño causado y 

facilitarle la reinserción a las mujeres en la sociedad, con el fin de que puedan rehacer sus vidas, 

por ello es deber del estado realizar proyectos de educación y sensibilización dirigidos a la 

sociedad en general, en los cuales se entienda que las mujeres y las víctimas tienen el derecho a 

superar los obstáculos del conflicto armado.   

Para finalizar, Colombia ha avanzado formidablemente en el tema de reparación a mujeres 

rurales víctimas mediante el enfoque de género de las políticas de víctimas del conflicto armado, 

pero se puede y se debe hacer más, ya que analizando de cerca los procesos de Perú y Guatemala 

es posible evitar cometer los errores que ellos han cometido y, si se logra la aplicación de un 

programa de reparación a víctimas de género que sea integral, posiblemente llegue a ser exitoso 

y ejemplo internacional para los países que sufren el flagelo de la guerra. 
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